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Presentación

El Estado mexicano ha asumido por medio de sus leyes el compromiso de ga-
rantizar el pleno ejercicio de los derechos sociales, y de esta forma asegurar el 
acceso de toda la población al desarrollo social. En este contexto, el reflejo más 
crudo e inaceptable de los rezagos sociales que persisten en nuestro país es la 
pobreza, la cual impone graves limitaciones para el desarrollo físico y social, nie-
ga la igualdad de oportunidades y evidencia el fracaso de nuestra sociedad para 
abatir las enormes desigualdades sociales que en ella persisten.

Aun cuando en las últimas décadas se han registrado progresos en diversas di-
mensiones del desarrollo social, los desafíos prevalecientes en materia de supe-
ración de la pobreza obligan a reforzar y complementar las políticas y programas 
sociales a fin de consolidar los logros alcanzados. En un contexto económico, 
social y político complejo, es indispensable emplear los recursos disponibles de 
la mejor manera posible para garantizar que los programas sociales lleguen de 
manera efectiva a quienes más los necesitan. 

El presente documento contiene los criterios metodológicos que el Consejo Na-
cional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL) ha adopta-
do para la medición multidimensional de la pobreza en México. Estos criterios 
son el resultado de un intenso y cuidadoso proceso de investigación, análisis y 
consulta con algunos de los mejores especialistas a nivel nacional e internacio-
nal en materia de medición de la pobreza, así como con distintas instituciones 
y organismos que amablemente han brindado al CONEVAL su experiencia y  
conocimiento.

La participación activa de las y los investigadores académicos enriqueció el 
contenido de la metodología, tanto por el constante impulso para la adopción 
de un programa de investigación riguroso, como por la riqueza de enfoques y 
perspectivas que cada uno de ellos aportó para su desarrollo. Es necesario re-
conocer también el trabajo realizado por el equipo de profesionales que respalda 
al Consejo desde la Secretaría Ejecutiva, quienes proporcionaron elementos de 
análisis, investigación y apoyo, sin los cuales no hubiera sido posible la realiza-
ción de este documento.

La metodología presentada cumple con el propósito de proporcionar elementos para 
el diagnóstico y seguimiento de la situación de la pobreza en nuestro país, desde 
un enfoque novedoso y consistente con las disposiciones legales aplicables y que 
retoma los desarrollos académicos recientes en materia de medición de la pobreza.
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La metodología permite, además, enriquecer el estudio de la pobreza, al com-
plementar el conocido método de pobreza por ingresos con la óptica de los dere-
chos sociales y el análisis del contexto territorial. Estos componentes permitirán 
un seguimiento puntual de los rezagos sociales de la población, los cuales serán 
difundidos y reportados sistemáticamente por el CONEVAL.

De esta forma, el Consejo establece fundamentos para cumplir con el propósito 
que la Ley General de Desarrollo Social le ha encomendado en materia de defi-
nición y medición de la pobreza, al generar elementos que pueden ser utilizados 
en el análisis y evaluación de las políticas públicas.

Gonzalo Hernández Licona
Secretario Ejecutivo
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Introducción
La Ley General de Desarrollo Social (LGDS), aprobada por unanimidad en las 
cámaras de Diputados y de Senadores, y promulgada el 20 de enero de 2004, 
tiene como uno de sus objetivos centrales “… garantizar el pleno ejercicio de los 
derechos sociales consagrados en la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, asegurando el acceso de toda la población al desarrollo social”.1 

La ley establece como objetivos de la Política Nacional de Desarrollo Social, la 
promoción de las condiciones que aseguren el disfrute de los derechos sociales 
—individuales o colectivos—, así como el impulso de un desarrollo económico 
con sentido social que eleve el ingreso de la población y contribuya a reducir la 
desigualdad. La  libertad, la justicia distributiva, la solidaridad, la integralidad, la 
participación social y el respeto a la diversidad, transparencia y libre determina-
ción de las personas son los principios básicos que deben sustentar la política 
social.

La incorporación de mecanismos institucionales de evaluación y seguimiento de 
las políticas de desarrollo social constituye una innovación fundamental de la 
LGDS. Para ello, se creó el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de De-
sarrollo Social (CONEVAL), que es un organismo público con autonomía técnica 
y de gestión; tiene la misión de normar y coordinar la evaluación de las políticas 
y programas de desarrollo social y de establecer los lineamientos y criterios para 
la definición, identificación y medición de la pobreza. La vinculación entre estas 
dos actividades destaca el papel de la medición de la pobreza en la evaluación 
integral de la Política Nacional de Desarrollo Social, pues aun cuando la ley esta-
blece como su objetivo primordial el aseguramiento del ejercicio de los derechos 
sociales de la población en su conjunto, también indica que las características de 
la población en situación de pobreza hacen prioritaria su atención por parte de 
las políticas públicas.

La LGDS establece un conjunto de criterios que el CONEVAL debe seguir para 
medir la pobreza; por ejemplo, que la medición de la pobreza deberá efectuar-
se cada dos años a nivel estatal y cada cinco a nivel municipal, y que deberá 
utilizarse la información que genera el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía (INEGI).2 Asimismo, en el artículo 36 se determina que el CONEVAL debe 
emitir un conjunto de lineamientos y criterios para la definición, identificación y 
medición de la pobreza, en los cuales habrá de considerar, al menos, los ocho 
indicadores siguientes:

1 De acuerdo con el artículo 6 de la LGDS, los derechos para el desarrollo social —o derechos sociales— 
son los relativos a la no discriminación, a la educación, a la salud, a la alimentación, a la vivienda, al 
disfrute de un medio ambiente sano, al trabajo y a la seguridad social..

2 El 16 de abril de 2008 fue publicada en el Diario Oficial de la Federación la Ley del Sistema Nacional de 
Información Estadística y Geográfica (LSNIEG), a partir de la cual el Instituto Nacional de Estadística, 
Geografía e Informática cambió de nombre a Instituto Nacional de Estadística y Geografía.
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• Ingreso corriente per cápita.
• Rezago educativo promedio en el hogar.
• Acceso a los servicios de salud.
• Acceso a la seguridad social.
• Calidad y espacios de la vivienda.
• Acceso a los servicios básicos en la vivienda.
• Acceso a la alimentación.
• Grado de cohesión social.

Los mandatos de la LGDS en materia de medición de la pobreza imponen dos 
desafíos conceptuales, metodológicos y empíricos: por un lado, la inclusión de 
ocho indicadores como mínimo resalta la necesidad de efectuar mediciones mul-
tidimensionales de pobreza, lo que plantea un problema cuya solución aún se 
discute en el ámbito académico (Kakwani y Silber, 2008); por otro, la periodicidad 
y desagregación geográfica con las que se debe efectuar la medición requieren 
generar nuevas fuentes de información. 

Con el propósito de brindar una respuesta metodológicamente rigurosa a los 
mandatos de la LGDS, el CONEVAL desarrolló dos líneas de investigación entre 
2006 y 2009: la primera, llevada a cabo en 2006, se enfocó a definir el marco teó-
rico-metodológico de la medición multidimensional de la pobreza, en tanto que la 
segunda se orientó a la generación de la información necesaria para realizarla.

La primera línea de investigación consistió en la realización de varios estudios y 
seminarios con especialistas nacionales e internacionales. En una primera eta-
pa, se consultó a un grupo de expertos en medición de pobreza a fin de identifi-
car los principales retos para definir y medir la pobreza multidimensional. A partir 
de los resultados de esas primeras sesiones, en 2007 se decidió emprender 
una segunda etapa, en la cual el CONEVAL solicitó a un conjunto de expertos la 
elaboración de cinco propuestas metodológicas que permitieran resolver el pro-
blema de la medición multidimensional de la pobreza, de acuerdo con los reque-
rimientos de la LGDS.3 Las propuestas elaboradas fueron presentadas en dos 
talleres de trabajo y un seminario académico internacional, durante los cuales se 
discutieron y analizaron sus principales características, propiedades y alcances.4

Como resultado de la discusión en el seminario de las propuestas metodológicas 
y de su revisión, el CONEVAL emprendió, durante una tercera etapa, la tarea 
de proponer una metodología de medición de la pobreza que cumpliera con las 
disposiciones legales, que fuera sensible a la problemática social mexicana y 
que estuviera fundamentada en sólidos criterios metodológicos. Esa primera 

3 Los especialistas que presentaron propuestas metodológicas fueron Julio Boltvinik, Satya Chakravarty, 
James Foster, David Gordon, Rubén Hernández y Humberto Soto. 

4 Las memorias de las propuestas finales de los especialistas se encuentran en el libro Medición multidi-
mensional de la pobreza en México, 2010.
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propuesta institucional fue discutida con un conjunto de especialistas en el último  
trimestre de 2008 en dos seminarios, uno nacional y uno internacional. Final-
mente, como fruto de los esfuerzos antes descritos y de una intensa discusión de 
las distintas opciones metodológicas disponibles, el CONEVAL elaboró el pre-
sente documento, el cual se enriqueció a partir de los comentarios y sugerencias 
de Sabina Alkire, James Foster y David Gordon.

Así, la metodología para la medición multidimensional de la pobreza en México 
fue elaborada por el CONEVAL con base en la LGDS, en las propuestas presen-
tadas por los especialistas y en el conocimiento científico y técnico acumulado 
sobre la medición de pobreza. 

La solución debía considerar una serie de condiciones legales que nacen con la 
creación del Consejo, en 2004. En efecto, las funciones centrales del CONEVAL 
son las siguientes:

i. Establecer los lineamientos y criterios para la definición, identificación y 
medición de la pobreza y,

ii. Normar y coordinar la evaluación de las políticas y programas de desarrollo 
social.

Tomando en cuenta los antecedentes legales, CONEVAL decidió mantener se-
parados dos ámbitos, el bienestar económico y los derechos, por ser de natura-
leza distinta.  Esto llevó a definir una medida bidimensional: una de las dimen-
siones da cuenta del bienestar económico y la otra de las carencias en derechos 
económicos, sociales, culturales y ambientales (DESCA). Así, la medición de la 
pobreza multidimensional proporciona información para definir las poblaciones 
objetivo de programas sociales diversos, los que, hasta ahora, solían ser evalua-
dos por su impacto sobre la pobreza monetaria aunque sus acciones mantuvie-
sen una relación remota con ella. 

Cuatro de las cinco propuestas de los especialistas combinaban todas las di-
mensiones en un solo índice, no así la formulada por David Gordon quien adoptó 
el concepto de pobreza desarrollado por Townsend (1962) que identifica a los 
pobres en función de los recursos (medidos por el ingreso) y el estándar de vida 
(medido a través de las condiciones materiales y sociales en las que cada per-
sona vive, así como su participación en la vida social, cultural y política del país 
o sociedad en que habita).

El vínculo entre pobreza y evaluación de programas sociales hace especialmente 
útil recurrir al trabajo de Sen (1976) quién señala que en la construcción de cual-
quier medida de pobreza se deben tomar dos clases de decisiones, una referida 
a la identificación de los pobres –aquéllos que deberían ser la población objetivo 
preferente de los programas sociales- y otra acerca de la agregación de los pobres 
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en una medida sintética que es útil para conocer las características macro del 
fenómeno, incluidas su localización territorial y su evolución a lo largo del tiempo.

En cuanto a la identificación de las personas carentes en el espacio del bienestar 
se decidió emplear el método estándar de pobreza monetaria, para lo cual se 
compara el ingreso per cápita con el valor de dos canastas, una alimentaria y otra 
que incluye, además de los alimentos, todos los bienes y servicios de consumo 
habitual. Por otra parte, la identificación de los carentes en el espacio de los dere-
chos requiere establecer el umbral que separa a los carentes de los no carentes. 

Los umbrales en el espacio de los derechos son análogos a las líneas de pobre-
za en el ámbito del bienestar y se determinaron empleando secuencialmente los 
siguientes criterios: (i) aplicar las normas legales si existían; (ii) en caso de que 
no las hubiere, se decidió recurrir al conocimiento y experiencia de expertos de 
instituciones públicas especializadas en los temas asociados con el indicador; 
(iii) si los criterios anteriores no eran conclusivos, se acordó emplear métodos 
estadísticos para determinarlos, y iv) en último caso, el umbral sería establecido 
por el CONEVAL con base en argumentos fundados. 

Respetar la perspectiva de derechos señalada en la LGDS conlleva tres decisio-
nes metodológicas: (i) las carencias deben medirse por variables dicotómicas, 
esto quiere decir que el derecho se satisface o no; al no haber término medio la 
satisfacción no se gradúa en una escala ordinal; (ii) no hay un derecho superior 
a otro, por lo que todos deben “valer lo mismo”, o dicho de otra manera, en una 
combinación lineal todos deben pesar igual, y (iii) la carencia de cualquiera de 
los derechos hace que una persona sea carente. Estas características de los 
DESCA permiten construir un índice sumatorio simple, o dicho de otra manera, 
computable mediante una combinación lineal de las variables que miden las ca-
rencias, en que todas ellas tienen la misma importancia relativa, cuyo resultado 
es el conteo del número de derechos que no están satisfechos. A esta combina-
ción lineal, el CONEVAL la denominó índice de privación social. 

Sin embargo, desde el punto de vista de la política social es necesario diferenciar 
niveles de privación de derechos, del mismo modo que se hizo en el espacio del 
bienestar. Por ejemplo, no son igualmente carentes dos personas, una con un 
índice de privación igual a uno y otra con un índice de seis. Si C simboliza al ín-
dice de privación, es posible identificar un valor C* que separa a la población con 
carencia de aquella con carencia extrema. Para encontrar el punto C* se utilizó 
el método propuesto por David Gordon que consiste en seleccionar la ecuación 
de regresión con mejor ajuste de cinco modelos logísticos cuyos regresores fue-
ron el ingreso y un conjunto de variables sociales y demográficas, en que las 
variables dicotómicas dependientes se definieron de la siguiente manera: (1) una 
carencia vs 2 o más; (2) hasta 2 vs 3 o más carencias, y así sucesivamente, hasta 
llegar a (5) hasta 5 carencias vs 6.  
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Los cinco especialistas sugirieron emplear combinaciones lineales, el procedimien-
to empleado por CONEVAL para construir el índice de privación si bien también 
utiliza una combinación lineal, difiere de las propuestas de Boltvinik, Foster y Her-
nández y Soto, ya que ellos dan ponderaciones diferentes a las diversas variables. 
Por otra parte, el método adoptado coincide con el de Gordon y Chakravarty, en 
la medida que ellos también emplean ponderaciones unitarias para todas  las va-
riables, aunque no hacen explícitos los criterios o los argumentos en que basan su 
decisión. En todo caso, las soluciones que proponen los dos últimos satisfacen una 
serie de propiedades que llevan a clasificarlas como “buenas medidas de pobreza”.

La separación del espacio de los derechos en carentes y carentes extremos se 
puede enriquecer al medir la profundidad, definida como la proporción media de 
carencias, de modo que a cada persona se le puede asociar un número entre 
cero (cuando no tiene carencias) y uno (cuando sufre todas las carencias inclui-
das en la medida).

CONEVAL establece que una persona es pobre si es carente tanto en el 
espacio del bienestar como en el espacio de los derechos. 

Una vez que se ha identificado a las personas pobres, de acuerdo con la defini-
ción anterior, se procede a generar las medidas agregadas de pobreza. Así, para 
calcular la incidencia de la pobreza multidimensional (es decir, la proporción o 
el porcentaje de pobres según la medición multidimensional) basta con contar a 
las personas que se identificaron en esa condición y dividir la suma entre el total 
de personas en la población. De la misma manera se calcula la incidencia de la 
pobreza multidimensional extrema.5

Definidas las medidas agregadas de pobreza multidimensional CONEVAL deci-
dió proporcionar medidas adicionales independientes para bienestar y derechos. 
Al aplicar el índice FGT en el dominio del bienestar (que se asocia con la pobre-
za monetaria), se mide no sólo la incidencia, sino también la profundidad y la 
desigualdad de las carencias monetarias. Una medida equivalente en el ámbito 
de los derechos la proporcionan Alkire y Foster (2007) —enriquecida por un 
memorando que hizo llegar Alkire— quienes definen la intensidad de las caren-
cias como el producto de la incidencia por la profundidad. El resultado de esta 
operación arroja la proporción de carencias en la población, respecto al máximo 
posible de privaciones presente en la población total.

Por su parte, la segunda línea de investigación se dividió, a su vez, en dos ver-
tientes de trabajo. Una de ellas consistió en desarrollar, durante un periodo de dos 
años, un intenso proceso de colaboración institucional con el INEGI, mediante el 
5  Debido a que el objetivo último de la política social debe ser eliminar las carencias de toda la población, 

la metodología de CONEVAL no sólo identifica a los pobres sino también a las personas vulnerables a 
la pobreza en los espacios del bienestar y de los derechos. 
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cual se efectuó la planeación, prueba y consolidación del Módulo de Condiciones 
Socioeconómicas de la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares, 
2008 (MCS-ENIGH 2008).6 El MCS-ENIGH 2008 permite, por primera vez en el 
país, contar con información para generar estimaciones de pobreza multidimensio-
nal por entidad federativa, según lo ordena la LGDS.

La segunda vertiente se organizó mediante la integración de grupos de trabajo 
sobre la concepción y forma de operar los indicadores sociales que deben ser uti-
lizados en la medición multidimensional, es decir, el rezago educativo, la calidad, 
espacios y servicios básicos de la vivienda, el acceso a la salud, el acceso a la 
seguridad social, el acceso a la alimentación y la cohesión social. Se conforma-
ron también grupos de discusión que abordaron los temas vinculados al mercado 
de trabajo, la perspectiva de género, la discriminación y los grupos de población 
vulnerables. En estos grupos de trabajo participaron, a título individual o institu-
cional, especialistas en cada una de las temáticas señaladas; todas y todos ellos 
contribuyeron de manera importante a la estructuración del MCS-ENIGH. 

Durante el proceso se contó con el apoyo de distintas instituciones, entre las 
que se encuentran la Comisión Económica para América Latina y el Caribe, la 
Comisión Nacional de Vivienda, el Consejo Nacional de Población, el Consejo 
Nacional para Prevenir la Discriminación, el Fondo de las Naciones Unidas para 
la Infancia, el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado, el Instituto Mexicano del Seguro Social, el Instituto Nacional de Ciencias 
Médicas y Nutrición “Salvador Zubirán”, el Instituto Nacional de Estadística y 
Geografía, el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación, el Instituto 
Nacional de las Mujeres, el Instituto Nacional de Salud Pública, la Organización 
de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación, la Secretaría de 
Desarrollo Social, la Secretaría de Salud, el Sistema Nacional de Información en 
Salud y Transparencia Mexicana.

Con la publicación de este documento, el CONEVAL presenta a la sociedad 
mexicana los criterios metodológicos que utilizará para medir periódicamente la 
pobreza a escala nacional, estatal y municipal; de esa manera, fomenta la trans-
parencia de los procesos y las decisiones adoptadas al someterlas al escrutinio 
y consideración crítica de la ciudadanía. El enfoque analítico adoptado intenta 
recuperar el espíritu de una ley sustentada en un amplio consenso y legitimidad 
social, a la vez que incorpora algunas de las mejores prácticas y desarrollos 
metodológicos disponibles en la actualidad. Con ello, el CONEVAL genera un 
fundamento sólido para cumplir con la función que la LGDS le ha encomendado 
en materia de definición, identificación y medición de la pobreza, y contribuye 
al análisis y evaluación de las políticas públicas en materia de desarrollo social.
6  Como parte de los trabajos para definir las preguntas que utilizaría para la medición multidimensional 

de la pobreza, el CONEVAL diseñó la Encuesta Nacional de Umbrales de Pobreza, cuyo trabajo de 
campo se realizó a finales de 2007.
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Las múltiples dimensiones de la pobreza
La pobreza, en su acepción más amplia, está asociada a condiciones de vida 
que vulneran la dignidad de las personas, limitan sus derechos y libertades fun-
damentales, impiden la satisfacción de sus necesidades básicas e imposibilitan 
su plena integración social. Aun cuando existe una gran variedad de aproxima-
ciones teóricas para identificar qué hace pobre a un individuo, hay un consenso 
cada vez más amplio sobre la naturaleza multidimensional de este concepto, 
el cual reconoce que los elementos que toda persona necesita para decidir de 
manera libre, informada y con igualdad de oportunidades sobre sus opciones 
vitales, no pueden ser reducidos a una sola de las características o dimensiones 
de su existencia (Alkire y Foster, 2007; CDESC, 2001; Kakwani y Silber, 2008).

La medición de la pobreza en nuestro país ha sido desarrollada, tradicional y ma-
yoritariamente, desde una perspectiva unidimensional, en la cual se utiliza al ingre-
so como una aproximación del bienestar económico de la población. Desde esta 
perspectiva, se suele definir un umbral o línea de pobreza que representa el ingre-
so mínimo necesario para adquirir una canasta de bienes considerados indispen-
sables. Dicho umbral es comparado con el ingreso de los hogares para determinar 
aquellos que son pobres. Esta aproximación permite identificar a la población que 
carece de las condiciones necesarias para satisfacer sus necesidades, siempre y 
cuando se puedan adquirir a través de los mercados de bienes y servicios.

A pesar de la evidente utilidad, así como de su amplia aceptación en el orden 
mundial,7 las medidas unidimensionales de pobreza han sido sujetas a exhausti-
vas revisiones y críticas (CDESC, 2001; DWP, 2003; ONU, 2004). Se argumenta 
que una de sus principales limitaciones consiste en que el concepto de pobreza 
comprende diversos componentes o dimensiones, es decir, se trata de un fenó-
meno de naturaleza multidimensional que no puede ser aprehendido, única y 
exclusivamente, por los bienes y servicios que pueden adquirirse en el mercado 
(CDESC, 2001; CTMP, 2002; Jahan, 2002; Kakwani y Silber, 2008; O’Neil, 2006). 
La pobreza está asociada también a la imposibilidad de disfrutar diversos satis-
factores esenciales, muchos de los cuales son provistos por el Estado (como el 
acceso a servicios de saneamiento o la seguridad pública), o que son conside-
rados fundamentales por formar parte de los derechos humanos, económicos, 
sociales y culturales (CDESC, 2001; Kurczyn y Gutiérrez, 2009; ONU, 2004). 

En consonancia con la discusión académica y el debate internacional, la LGDS, 
en su artículo 36, establece que para la medición de la pobreza en México deben 

7 La principal medición de pobreza utilizada por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico y la Unión Europea es la línea de pobreza definida a partir de un nivel de ingreso fijado a 
cincuenta por ciento del ingreso medio por hogar; Estados Unidos basa su medición oficial en una lí-
nea de pobreza definida en el costo en dólares de un determinado plan de alimentos; el Banco Mundial 
define la pobreza extrema como vivir con menos de 1.25 dólares de Estados Unidos al día.
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considerarse los derechos sociales y el bienestar económico. De esta forma, 
derechos y bienestar social, asociados al principio universal e inalienable de 
libertad individual, reflejan el espíritu de una ley que considera un vínculo social 
contractual (que no es sólo político, sino normativo a partir de los criterios esta-
blecidos en la propia LGDS) entre el Estado, la comunidad y los individuos, con el 
propósito fundamental de garantizar el acceso de toda la población al desarrollo 
social y humano que la sociedad es capaz de generar. El camino hacia una so-
ciedad más incluyente e igualitaria depende, en gran medida, del cumplimiento 
de este pacto social entre actores del Estado y de la sociedad civil, y de que 
dicho pacto, a su vez, se exprese en reciprocidad de derechos y deberes para 
todas y todos (CEPAL, 2006). De esta manera, el logro del bienestar y el ejercicio 
de los derechos humanos dejan de ser meras aspiraciones o “normas programá-
ticas” para convertirse en deberes y responsabilidades legalmente establecidas 
(Jahan, 2002; Kurczyn y Gutiérrez, 2009).

Si bien la discusión académica y las normas legales presionan hacia una aproxi-
mación multidimensional de la pobreza, ésta no es una tarea sencilla. Existen 
diversos retos conceptuales que deben resolverse como, por ejemplo, la defini-
ción de las dimensiones relevantes, las interacciones entres estas dimensiones 
o las restricciones de las fuentes de información. Estos desafíos han generado 
una amplia discusión y debates académicos, en los cuales, si bien se suele reco-
nocer la necesidad de adoptar un enfoque multidimensional para el estudio de la 
pobreza, también se reconoce que existen dificultades para hacer operativa una 
medición de esta naturaleza (Alkire y Foster, 2007; Bourguignon y Chakravarty, 
2003; Kakwani y Silber, 2008).8 De tal suerte, una medición multidimensional 
de la pobreza debe tener en cuenta criterios que permitan, de una manera sis-
temática, transparente, imparcial y con rigor técnico, solucionar estos desafíos 
conceptuales y empíricos.

Desde una perspectiva multidimensional, puede entenderse la pobreza como 
una serie de carencias definidas en múltiples dominios, como las oportunidades 
de participación en las decisiones colectivas, los mecanismos de apropiación de 
recursos o las titularidades de derechos que permiten el acceso al capital físico, 
humano o social, entre otros. Su naturaleza multidimensional, sin embargo, no 
requiere tomar en cuenta las situaciones de privación en todos los ámbitos en los 
que se puede desarrollar la vida de un individuo. El número y el tipo de dimen-
siones a considerar están directamente asociados a la forma en que se conciben 
las condiciones de vida mínimas o aceptables para garantizar un nivel de vida 
digno para todos y cada uno de los miembros de una sociedad. 

8 En este sentido, países como Argentina, Chile o Uruguay representan una excepción importante; en 
estos países existe una larga tradición que utiliza una perspectiva mixta o combinada, en la cual se 
relaciona la insuficiencia de ingresos con otras privaciones sociales (Feres y Mancero, 2000). Esta 
aproximación ha sido recientemente retomada debido a las investigaciones surgidas en el Reino Unido 
y Europa (Gordon, 2006).
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Derechos sociales y bienestar económico
Los ordenamientos de la Ley General de Desarrollo Social permiten identificar 
dos grandes enfoques que analizan el carácter multidimensional de la pobreza: 
el enfoque de bienestar y el enfoque de derechos. El primero circunscribe las 
aproximaciones de necesidades básicas insatisfechas, de activos, de capacida-
des, entre otras (Attanasio y Székely, 2001,1999; Grupo de Río, 2006; Ravallion, 
1998; Sen, 1992, 1980); el segundo está asociado a la existencia de garantías 
fundamentales, inalienables, insustituibles e interdependientes, por lo que, des-
de esta perspectiva, la pobreza constituye, en sí misma, una negación de los 
derechos humanos (PNUD, 2003b; Robinson, 2001; CDESC, 2001; ONU, 2004).

En el enfoque de bienestar, el objetivo primordial radica en identificar las dimen-
siones y condiciones que limitan la libertad de las personas para desarrollarse 
plenamente. En éste se supone que cada persona, a partir de sus circunstancias 
y preferencias, desarrolla el conjunto de capacidades que definen el abanico de 
opciones de vida que puede elegir. Si estas opciones no le permiten tener condi-
ciones de vida aceptables dentro de su sociedad, se considera que el individuo 
es pobre.

Si bien no existe consenso sobre la mejor manera de abordar el problema de la 
pobreza multidimensional desde el enfoque de bienestar, la mayoría de medi-
ciones efectuadas desde esta aproximación consideran fundamental la dispo-
nibilidad de recursos económicos por parte de los individuos. Esto reconoce la 
centralidad del ingreso en la mayoría de las sociedades para la adquisición de 
una amplia variedad de bienes y servicios (ONU, 2004). 

En los últimos años, por otra parte, ha cobrado cada vez mayor relevancia un 
enfoque para la conceptuación de la pobreza basado en los derechos humanos. 
Éste parte del reconocimiento de los derechos humanos como “la expresión de 
las necesidades, valores, intereses y bienes que, por su urgencia e importancia, 
han sido considerados como fundamentales y comunes a todos los seres hu-
manos” (Kurczyn y Gutiérrez, 2009: 3-4). De esta forma, se considera que toda 
persona debe contar con una serie de garantías indispensables para la dignidad 
humana, que, al ser adoptadas dentro del marco jurídico nacional o al ser ratifi-
cadas mediante la firma de los instrumentos internacionales que las amparan, se 
convierten en obligaciones para el Estado, el cual deberá generar los mecanis-
mos que permitan, progresivamente, el acceso pleno a los derechos humanos. 

El enfoque de derechos, por su parte, se basa en la premisa de que toda persona 
debe contar con una serie de garantías indispensables para la dignidad humana, 
que suelen estar incorporadas en el marco normativo de cada sociedad: toda 
persona, por el hecho de serlo, debe tener asegurados un conjunto de dere-
chos sociales de manera irrenunciable e insustituible (ONU, 2004). Asimismo, 
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este enfoque considera la pobreza como “la negación no sólo de un derecho en 
particular o de una categoría de derechos, sino de los derechos humanos en su 
totalidad” (Despouy, 1996: 6).

Esta perspectiva, además de otorgar un marco ético para la evaluación de las 
políticas de desarrollo social, proporciona un marco normativo con consecuen-
cias prácticas para la definición de las responsabilidades sociales y para las 
políticas públicas de superación de la pobreza (CDESC, 2001; ONU, 2004). Asi-
mismo, permite tener en cuenta normas mínimas, principios y reconocimientos 
legales, no sólo con respecto a los resultados, sino también durante el proceso 
mismo de implementación de estrategias de superación de la pobreza. 

Reconocer que la pobreza está directamente asociada a una falla en el ejercicio de 
los derechos sociales, compele a las autoridades responsables a establecer priori-
dades de acción y garantizar su cumplimiento mediante “realizaciones progresivas”, 
lo que incorpora una dimensión temporal que lleva a establecer prioridades para la 
asignación de los recursos públicos (CDESC, 2001; ONU, 2004; Tomasevski, 2006).

Como se puede observar, en cada uno de estos enfoques hay un reconocimiento 
de que la pobreza está vinculada de modo directo a la limitación de las opciones 
de vida de los individuos y se busca identificar las múltiples privaciones o con-
diciones de vida que pudieran limitar el ejercicio de las libertades individuales y 
colectivas. Asimismo, cada enfoque adopta supuestos específicos para la deter-
minación de las dimensiones relevantes y los criterios para establecer que una 
persona presenta carencias: mientras que en el enfoque de bienestar se busca 
identificar las condiciones de vida que brindan a los individuos las opciones de 
vida mínimamente aceptables en su sociedad, en el de derechos se conocen a 
priori las dimensiones relevantes. Dichas dimensiones son las correspondien-
tes a los derechos humanos, los cuales, por su carácter universal, indivisible e 
interdependiente, requieren ser satisfechos en su totalidad para garantizar las 
condiciones de vida aceptables para los seres humanos.

Tanto el enfoque de bienestar como el de derechos humanos permiten dispo-
ner de una aproximación conceptualmente sólida al problema de la medición 
multidimensional de la pobreza; sin embargo, es posible adoptar un enfoque en 
el cual confluyan ambas perspectivas. Lo anterior responde a que el enfoque 
de derechos brinda una respuesta para determinar las dimensiones relevantes 
en el estudio de la pobreza, la cual es consistente con el enfoque de bienes-
tar, pues propone condiciones que todo individuo debe tener garantizadas para 
desenvolverse de manera adecuada en su entorno social. En estos términos, 
el cumplimiento de derechos deviene en condiciones necesarias para brindar 
opciones de vida mínimas aceptables a partir de las preferencias (Jahan, 2002; 
Mackinnon, 2006). Un ejemplo es el caso de la educación, ya que representa el 
conjunto de conocimientos básicos para que un individuo pueda desenvolverse 
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y tomar decisiones informadas sobre su vida; además, al ser considerada como 
un derecho, se reconoce su carácter irrenunciable y fundamental para la confor-
mación de individuos libres y activos en su sociedad.

Si bien el enfoque de derechos brinda elementos necesarios para que los indivi-
duos y los grupos sociales ejerzan su libertad, dada la importancia de los bienes 
y servicios que pueden adquirirse en el mercado, es pertinente complementarlo 
con la evaluación de los recursos monetarios con que cuentan las personas. 
Sobre esto, el enfoque de bienestar brinda un sólido marco para analizar el ac-
ceso individual a esos bienes y servicios necesarios. De esta forma, es posible 
vincular el enfoque de derechos y el de bienestar, de tal suerte que el bienestar 
adquirido mediante los recursos monetarios y el ejercicio de los derechos socia-
les se conformen en dos ejes analíticos complementarios que se refuerzan uno a 
otro y convergen, pero que, al ser cualitativamente distintos, deben diferenciarse 
teórica y metodológicamente. 

El contexto territorial
La pobreza es una experiencia específica, local y circunstancial (ONU, 2004), o 
como lo señala el estudio sobre las voces de los pobres, “…la pobreza se sufre a 
nivel local, en un marco específico, en un lugar determinado y en una interacción 
concreta” (Nayaran et al., 2000: 230). Lo anterior resalta la cada vez mayor rele-
vancia que ha tomado en la bibliografía la necesidad de incorporar aspectos que 
trascienden el ámbito individual (que pueden referirse a características geográfi-
cas, sociales, culturales, entre otras), los cuales influyen en las opciones de vida 
de las personas y, por tanto, en el ejercicio de sus libertades. Sin embargo, estos 
aspectos contextuales no pueden enmarcarse dentro de las aproximaciones al 
fenómeno de la pobreza que ya se abordaron. Los derechos sociales o el ingreso 
de las personas son atributos individuales o de la unidad doméstica, en tanto que 
en el caso de los factores contextuales, el análisis requiere considerar elementos 
comunitarios o locales, cuya identificación descansa en criterios territoriales.

La LGDS, al incorporar la cohesión social dentro de los indicadores para la medición 
de la pobreza, reconoce la importancia de estos factores contextuales, los cuales, si 
bien pueden ser analizados desde la óptica de la influencia que tienen en la socie-
dad y los efectos de ésta sobre aquéllos, sólo pueden medirse en una escala territo-
rial. A partir de lo anterior, resulta necesario complementar el enfoque de medición 
de la pobreza con un tercer espacio, en el que se registren los fenómenos que se 
despliegan sobre el espacio de interacción social, como es el caso de la cohesión.

En América Latina, el desarrollo del concepto de cohesión social ha estado di-
rectamente asociado a la resolución de problemas sociales históricos, como la 
pobreza, la desigualdad social, la discriminación o la exclusión social (CEPAL, 
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2007a; De Ferranti et al., 2004). A partir de una revisión de diversas definiciones 
del concepto de cohesión social, es posible reconocer la inexistencia de un cor-
pus conceptual único que pueda guiar la adopción de una definición operativa 
para su medición.

Sin embargo, los especialistas coinciden en que es posible vincular el concepto 
de cohesión social y el de desarrollo social, en la medida en que éste es resulta-
do de la combinación de brechas de bienestar, mecanismos de integración y el 
sentido de pertenencia (CEPAL, 2007a). De acuerdo con lo anterior, la cohesión 
social integra tres grandes componentes: la dimensión de las percepciones, la 
dimensión de las brechas económicas y sociales, y la dimensión de los mecanis-
mos institucionales de inclusión o exclusión social (por medio del mercado, del 
Estado y de la sociedad civil).

Esta definición permite algunas observaciones preliminares sobre su conexión 
con la definición y medición de la pobreza. En primer lugar, la naturaleza rela-
cional del concepto impide que pueda ser considerada como parte del núcleo 
constitutivo de la pobreza a nivel de individuos o unidades domésticas, ya que 
es un fenómeno que sólo puede observarse en un nivel de agregación mayor 
(Boltvinik, 2007; Foster, 2007; Gordon, 2007). En segundo lugar, no hay un nexo 
demostrado, unidireccional o directo, entre pobreza y cohesión social que per-
mita identificar a esta última como componente intrínseco de la primera. Desde 
una perspectiva institucional, por ejemplo, se sostiene que un alto grado de 
cohesión social sólo tendría un efecto significativo en la pobreza si se comple-
mentara con el eslabonamiento de redes sociales e instituciones externas a la 
comunidad (Woolcock, 1998). En esa misma línea, Boltvinik (2007) argumenta 
que la condición de pobreza de las personas no está directamente asociada 
a bajos niveles de cohesión social y que, por tanto, no debería incluirse como 
un componente de ésta, sino como una variable que contribuye a explicar su 
estructura y su dinámica, es decir, como un indicador exógeno a la identificación 
de pobreza.

Un enfoque en el que confluyen derechos y bienestar, y que toma en cuenta el 
contexto territorial, presenta cuatro fortalezas frente a un enfoque unidimen-
sional. En primer lugar, coloca en el centro de las políticas de superación de 
la pobreza a una sociedad compuesta por grupos sociales e individuos libres y 
participativos. En segundo, supone un sistema basado en valores democráticos 
y en el funcionamiento de instituciones sociales bajo el imperio de la ley y el 
estado de derecho. En tercero, toma en cuenta el particular y heterogéneo con-
texto social y territorial en el que se desarrollan las capacidades individuales. 
Finalmente, permite establecer prioridades de política pública en términos de 
metas diferenciadas y de atención a grupos vulnerables, con criterios concretos 
de responsabilidad y de rendición de cuentas por parte de cada uno de los ac-
tores involucrados en las estrategias de superación de pobreza.
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En el siguiente capítulo se presentarán los criterios específicos de la metodolo-
gía de medición de la pobreza que, necesariamente, deben prever este vínculo 
ineludible entre los diferentes espacios de privación, y se dejará para un capítulo 
posterior lo concerniente a la definición de los indicadores que serán utilizados 
para alimentarla.
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Fundamentos
En el primer capítulo se estableció que los indicadores del artículo 36 de la LGDS 
permiten identificar tres espacios analíticos relevantes para el estudio de la po-
breza: el primero se asocia al enfoque de bienestar, en términos de los satisfacto-
res que pueden ser adquiridos mediante los recursos monetarios de la población; 
el segundo se vincula a los derechos fundamentales de las personas en materia 
de desarrollo social, y el tercero se determina por aspectos relacionales y comu-
nitarios que se expresan territorialmente.

En el presente capítulo se recuperan esos elementos conceptuales con el pro-
pósito de establecer una metodología de medición de la pobreza que satisfaga 
los siguientes criterios: por un lado, que retome las principales tradiciones de 
medición de la pobreza en México, en especial aquellas que han empleado los 
recursos monetarios de los hogares como un indicador indirecto del bienestar 
(CTMP, 2002);9 por otro, que considere las propuestas metodológicas, en particu-
lar las latinoamericanas, que combinan mediciones de pobreza por ingresos con 
las de necesidades básicas insatisfechas (Becaria y Minujin, 1988; Feres y Man-
cero, 2000; Gordon, 2006); por último, que considere algunos de los desarrollos 
teóricos recientes disponibles en la bibliografía especializada.10

Según Sen (1976), son dos los problemas básicos que debe resolver una me-
todología de medición de la pobreza: el de identificación y el de agregación o 
medición. La solución al problema de la identificación pretende establecer los 
criterios que serán utilizados para determinar si una persona es pobre o no. El 
problema de la medición se resuelve al determinar la forma en que se agregarán 
las carencias de cada persona para crear una medida general de pobreza de 
una población. 

En la mayoría de las aplicaciones de las ideas de Sen, la solución al proble-
ma de la identificación ha consistido en adoptar una visión unidimensional;11 sin 
embargo, Bourguignon y Chakravarty (2003) señalan que en el enfoque multidi-
mensional es necesario establecer con precisión las dimensiones a considerar 
y la manera de identificar a la población en situación de pobreza a partir de sus 
atributos en cada una de las dimensiones consideradas. Este proceso implica 
que la metodología de medición deba especificar criterios para efectuar com-
paraciones entre dimensiones cualitativamente distintas, tales como la salud, la 
educación o la vivienda.

9  La metodología propuesta por el Comité Técnico para la Medición de la Pobreza (CTMP) en 2002 
constituye un referente importante. Información más detallada sobre las investigaciones del Comité 
puede consultarse en Székely (2005).

10 Véase una descripción más completa en Boltvinik (2007).
11 El enfoque unidimensional toma en cuenta una variable de interés para realizar las mediciones de 

pobreza, generalmente el ingreso o el gasto de la población.



36

En este capítulo, el CONEVAL presenta la metodología de medición multidimen-
sional de la pobreza que ha adoptado. Para ello, en primer lugar, se exponen los 
criterios metodológicos generales que siguió para su desarrollo; en segundo, 
se especifica la definición de pobreza; en tercero, se precisan los criterios para 
identificar a la población en situación de pobreza multidimensional y, finalmente, 
se describen los criterios para realizar la agregación o medición de la pobreza a 
nivel nacional, estatal y municipal.

Criterios metodológicos 
La LGDS establece que la institución encargada de evaluar la política social 
también sea la encargada de emitir los lineamientos y criterios para la defini-
ción, identificación y medición de la pobreza. En este contexto, la medición de 
la pobreza puede ser concebida como una evaluación global de las políticas de 
desarrollo social, la cual permite realizar un diagnóstico de las carencias de la 
población y evaluar, en el mediano y largo plazo, el desempeño de las políticas 
de superación de la pobreza. 

La medición de la pobreza, además, cumple con un papel de difusión de los 
avances y los retos en materia de desarrollo social, por lo cual debe ser fá-
cilmente comunicable a la ciudadanía y sometida al escrutinio público, de tal 
suerte que cualquier persona interesada pueda utilizarla. Por estas razones, es 
necesario que la metodología de medición de la pobreza esté sustentada en 
consideraciones teóricas y conceptuales rigurosas; que documente los supues-
tos que la fundamentan; y que sea sencilla, fácil de comunicar, estadísticamente 
robusta y fácil de replicar. Más aún, es necesario que permita la elaboración de 
diagnósticos que den cuenta de la magnitud, las tendencias y las características 
del fenómeno y favorezca la evaluación de las políticas en curso y el diseño de 
nuevas políticas o programas.

De esta forma, el CONEVAL, como el organismo del Estado mexicano encarga-
do de establecer los lineamientos y criterios para la definición, identificación y 
medición de la pobreza, debe asegurar que la metodología de medición satisfa-
ga los siguientes criterios: 

1. Cumplir con los ordenamientos de la LGDS y las demás disposicio-
nes normativas aplicables.

2. Generar resultados que permitan identificar a la población en situa-
ción de pobreza.

3. Incorporar indicadores pertinentes.
4. Permitir conocer la contribución de las entidades federativas y los 

municipios a la pobreza nacional.
5. Identificar la contribución de cada dimensión  a la pobreza.
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6. Ser desagregable  para distintos grupos de la población.
7. Realizar mediciones comparables a lo largo del tiempo.
8. Ser aplicable a partir de la información que proporciona el INEGI.
9. Brindar un marco analítico apropiado para analizar las carencias de 

la población e identificar las regiones y grupos sociales con mayores 
carencias.

10. Satisfacer un conjunto de propiedades axiomáticas, tales como la 
monotonicidad y la normalización, entre otras.12

Estos criterios pretenden establecer una conexión entre las consideraciones 
teóricas y técnicas que sustentan la metodología y el contexto institucional y 
normativo en el que se enmarca, a fin de asegurar que las mediciones multidi-
mensionales de pobreza brinden información valiosa para responder a las dis-
tintas necesidades de la población, de la sociedad civil y de las instancias de los 
gobiernos federal, estatal y municipal. 

Concepción y definición de la pobreza
A la luz de las disposiciones contenidas en la LGDS y de los desarrollos recien-
tes en materia de medición multidimensional de la pobreza, la definición de ésta 
que adopte el Estado mexicano debe analizar la situación social de la población 
a partir de tres espacios: el bienestar económico, los derechos sociales y el 
contexto territorial. 

En el capítulo anterior se argumentó que los individuos y los hogares desempe-
ñan un papel central en la consideración de los espacios asociados al bienestar 
económico y a los derechos sociales, en tanto que el espacio del territorio tra-
ta de conceptos relacionales correspondientes a comunidades y colectividades 
sociales. El concepto y la definición de pobreza utilizada en esta metodología 
considera sólo los espacios del bienestar económico y de los derechos sociales. 
El contexto territorial (y en particular la cohesión social) se concibe como una 
importante herramienta de análisis sobre el entorno en el cual se desenvuelven 
los procesos sociales que comprenden u originan la pobreza.

Dado que cada uno de los dos espacios que definen la pobreza brinda un diag-
nóstico de las limitaciones y restricciones que enfrentan las personas, se esta-
blecen criterios diferenciados para definir la presencia o ausencia de carencias 
en cada uno de ellos. En el espacio del bienestar se establece una cantidad 
mínima de recursos monetarios (definida por la línea de bienestar) requeridos 
para satisfacer las necesidades básicas de las personas. En el espacio de los 

12 Para mayor referencia sobre estas propiedades, consultar Alkire y Foster (2007) y Bourguignon y 
Chakravarty (2003).
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derechos sociales, al ser estos considerados como elementos universales, inter-
dependientes e indivisibles, se considera que una persona está imposibilitada 
para ejercer uno o más derechos cuando presenta carencia en al menos uno de 
los seis indicadores señalados en el artículo 36 de la LGDS: rezago educativo, 
acceso a los servicios de salud, acceso a la seguridad social, calidad y espacios 
de la vivienda, servicios básicos en la vivienda y acceso a la alimentación.

 Si bien la presencia de carencias asociadas a cada uno de los espacios impone 
una serie de limitaciones específicas que atentan contra la libertad y la dignidad 
de las personas, la presencia simultánea de carencias en los dos espacios agra-
va de forma considerable sus condiciones de vida, lo que da origen a la siguiente 
definición de pobreza multidimensional:

Una persona se encuentra en situación de pobreza 
multidimensional cuando no tiene garantizado el 
ejercicio de al menos uno de sus derechos para el 
desarrollo social, y si sus ingresos son insuficientes 
para adquirir los bienes y servicios que requiere para 
satisfacer sus necesidades.

Una vez definido el concepto de pobreza multidimensional, en la siguiente sec-
ción se delinearán los criterios que permiten hacer operativa la medición de la 
pobreza multidimensional. Asimismo, se establecerán criterios para clasificar a 
la población de acuerdo con la profundidad e intensidad.

Identificación de la población en 
situación de pobreza
Con base en el concepto de pobreza multidimensional, se especifican los cri-
terios seguidos por el CONEVAL para resolver el problema de la identificación, 
es decir, para reconocer a los pobres multidimensionales. Del mismo modo, 
se describen los criterios que permiten clasificarlos según la profundidad de 
sus carencias respectivas. La identificación de la población en situación de 
pobreza se realiza en dos etapas: en la primera, se determina si los ingresos 
de una persona son insuficientes para la satisfacción de sus necesidades y si 
presenta carencias en cada uno de los seis indicadores señalados al final de 
la sección anterior; en la segunda, se combinan los indicadores generados 
en la etapa previa, a fin de identificar a la población en situación de pobreza 
multidimensional. 

Para ello, en primer lugar, se establecen las dimensiones a considerar. En 
segundo, se exponen los criterios generales que definirán si una persona tiene 
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carencias en cada indicador. En tercero, dado que cada dimensión tiene una 
particularidad conceptual, se deja para el siguiente capítulo la presentación de 
los criterios específicos para realizar esta etapa, por lo que en éste se estable-
cen los criterios metodológicos generales para su determinación. Finalmente, 
se presentan los criterios para combinar la información generada en las etapas 
previas, lo cual permite identificar la población en situación de pobreza multi-
dimensional. 

Selección de las dimensiones relevantes

En esta metodología se consideran dimensiones constitutivas de la pobreza en 
el Estado mexicano a todas aquellas asociadas a los indicadores mencionados 
en el artículo 36 de la LGDS, con la excepción de la cohesión social. Para 
efectos de identificación de la población en situación de pobreza, y conforme 
a lo establecido en el marco conceptual, estas dimensiones se dividen en dos 
grupos: 

• El de la dimensión asociada al espacio del bienestar económico, la 
cual se mide operativamente por el indicador de ingreso corriente 
per cápita.

• El de las dimensiones asociadas a los derechos sociales, es decir, la 
educación, la salud, la seguridad social, la alimentación, la vivienda y 
sus servicios, las cuales se miden por medio de los seis indicadores 
de carencia social referidos.

Identificación de insuficiencias en cada dimensión

Para identificar la población con carencias en cada indicador, se adoptan cri-
terios generales que son específicos y apropiados para cada uno de los dos 
espacios definidos.

• Bienestar económico. Se identifica a la población cuyos ingresos son 
insuficientes para adquirir los bienes y servicios que requiere para 
satisfacer sus necesidades.

• Derechos sociales. Se identifica a la población con al menos una 
carencia social en los indicadores asociados a este espacio. A la 
medida agregada de estas carencias se le denominará índice de 
privación social.

Bienestar económico

El espacio del bienestar económico, como se ha mencionado, será analizado a 
partir del ingreso del que disponen las personas para la adquisición de bienes y 
servicios en el mercado, específicamente, el ingreso corriente, el cual representa 
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el flujo de entradas, no necesariamente monetarias (puede incluir los productos 
recibidos o disponibles en especie, entre otros), que le permiten a los hogares 
obtener los satisfactores que requieren, sin disminuir los bienes o activos que 
poseen.

Con el propósito de comparar hogares de distinta composición y no subestimar o 
sobreestimar los recursos de los que disponen para satisfacer sus necesidades, 
el ingreso corriente del hogar es ajustado a fin de reflejar las diferencias en la 
composición del hogar (de acuerdo con su tamaño, edad de sus integrantes y 
otras características). De esta forma, se retoma el indicador de ingreso corriente 
del hogar, conforme a lo dispuesto en el artículo 36 de la LGDS. 

Para identificar a la población con un ingreso insuficiente para adquirir los bienes 
y servicios que requieren, se definen la línea de bienestar y la línea de bienestar 
mínimo. La línea de bienestar hace posible identificar a la población que no cuen-
ta con los recursos suficientes para adquirir los bienes y servicios que requiere 
para satisfacer sus necesidades (alimentarias y no alimentarias). La línea de 
bienestar mínimo permite identificar a la población que, aun al hacer uso de todo 
su ingreso en la compra de alimentos, no puede adquirir lo indispensable para 
tener una nutrición adecuada.

El índice de privación social

La identificación de las carencias en el espacio de los derechos sociales se 
efectúa en dos fases:

1. Identificación de carencias en cada indicador particular. Para 
cada uno de los seis indicadores sociales se genera una variable 
dicotómica que permite distinguir si una persona presenta caren-
cia en la dimensión respectiva o no. Estos indicadores toman el 
valor uno cuando el individuo tiene la carencia, y cero en caso 
contrario. 

2. Índice de privación social. Este índice se construye para cada perso-
na a partir de la suma de los seis indicadores asociados a las caren-
cias sociales. De acuerdo con las sugerencias de Gordon (2007), el 
CONEVAL deberá llevar a cabo los procedimientos estadísticos para 
verificar que el índice de privación social satisfaga las propiedades de 
validez, confiabilidad y aditividad.

Conforme a la definición de pobreza multidimensional, se considera que una 
persona experimenta carencias en el espacio de los derechos sociales cuan-
do el valor del índice de privación social es mayor que cero, es decir, cuando 
padece al menos una de las seis carencias. A este punto de corte (C=1) se le 
denominará umbral de privación. 
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Debe notarse que la construcción del índice de privación social, como la suma 
de los indicadores de carencia, conlleva el supuesto de que cada una de las ca-
rencias tiene la misma importancia relativa. Esto, así como la decisión de  adop-
tar como umbral de privación a la presencia de al menos una carencia social, 
está fundamentado en los principios de indivisibilidad e interdependencia de los 
derechos humanos, los cuales reconocen que el incumplimiento de uno de los 
derechos humanos vulnera el cumplimiento de los demás y que ningún derecho 
humano es más importante que otro.

Por otra parte, de manera análoga a la línea de bienestar mínimo que se de-
finió en el espacio del bienestar económico, se identifica a la población que 
presenta un número importante de carencias sociales mediante la definición 
de un umbral de privación extrema (C*), el cual permite identificar a la pobla-
ción en situación de pobreza multidimensional extrema. No existe un criterio 
metodológico único para determinar un umbral de este tipo. Por esta razón, 
y con la finalidad de no utilizar criterios discrecionales, la Comisión Ejecutiva 
del CONEVAL decidió aplicar los criterios de Gordon (2007) para determinar 
el valor de C* con base en métodos estadísticos. Esos métodos buscan divi-
dir a la población en dos grupos (a partir de los ingresos y el valor del índice 
de privación de cada persona), de forma tal que las diferencias entre ambos 
se maximicen y, al mismo tiempo, su conformación sea lo más homogénea 
posible al interior de los mismos; al aplicarlos, se encontró un valor para C* 
igual a tres.

Combinación del ingreso y el índice de privación social

Como se ha mencionado, el ingreso y el índice de privación social ofrecen, de 
manera independiente al corresponder a espacios analíticos diferentes, un diag-
nóstico de las restricciones monetarias y de las carencias sociales que afectan 
a la población. Puesto que estas restricciones y carencias son distintas, tanto 
conceptual como cualitativamente, el CONEVAL considera que no sería meto-
dológicamente consistente su combinación en un índice único de pobreza mul-
tidimensional.

Sin embargo, de acuerdo con la definición de pobreza, es necesario conjugar 
ambos espacios para delimitar con precisión la población en situación de po-
breza multidimensional. Para ello, se recurre al método de clasificación que se 
ilustra en la figura 1.
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En el eje vertical de la figura 1 se representa el espacio del bienestar económico, 
el cual se mide por medio del ingreso de las personas. La línea de bienestar 
permite diferenciar si las personas tienen un ingreso suficiente o no.  

En el eje horizontal se representa el espacio de los derechos sociales, medido 
mediante el índice de privación social. Es preciso mencionar que, a diferencia 
de la presentación usual en las gráficas cartesianas, la población ubicada a la 
izquierda de este eje tiene más carencias que la situada a la derecha. Asimismo, 
puesto que son consideradas carentes las personas que presentan al menos 
una carencia social, el valor del umbral de privación es uno. A partir del umbral 
de privación es posible diferenciar las personas con carencias de quienes no 
las tienen. Así, las personas que se ubican en el eje horizontal a la izquierda del 
umbral de privación son aquellas que experimentan al menos alguna carencia; 
quienes se encuentran a la derecha son aquellas que no padecen carencia en 
alguna de las seis dimensiones sociales.

De acuerdo con esta figura, una vez determinado su ingreso y su índice de pri-
vación social, cualquier persona puede ser clasificada en uno, y sólo uno, de los 
siguientes cuatro cuadrantes:

I. Pobres multidimensionales. Población con ingreso inferior al valor de 
la línea de bienestar y que padece al menos una carencia social.

II. Vulnerables por carencias sociales. Población que presenta una o 
más carencias sociales, pero cuyo ingreso es superior a la línea de 
bienestar.

III. Vulnerables por ingresos. Población que no presenta carencias socia-
les y cuyo ingreso es inferior o igual a la línea de bienestar.

IV. No pobre multidimensional y no vulnerable. Población cuyo ingreso es 
superior a la línea de bienestar y que no tiene carencia social alguna.
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Adicionalmente, a partir de la línea de bienestar mínimo y del umbral de privación 
extrema (C*=3), es posible identificar, en el grupo de población en situación de 
pobreza multidimensional, a las personas en situación de pobreza multidimen-
sional extrema, según se muestra en la figura 2. 

En la figura 2 se ha incorporado la línea de bienestar mínimo y el umbral de priva-
ción extrema (C*). Lo anterior permite ubicar, dentro del cuadrante I de la figura 1, al 
subconjunto de personas que definen el cuadrante I’’. Este subcuadrante representa 
a la población en situación de pobreza multidimensional extrema, la cual dispone 
de un ingreso tan bajo que, aun si lo dedicase por completo a la adquisición de 
alimentos, no podría adquirir los nutrientes necesarios para tener una vida sana; 
además, presenta al menos tres de las seis carencias sociales. A la población pobre 
multidimensional no incluida dentro de la población pobre multidimensional extrema 
se le denominará población en situación de pobreza multidimensional moderada.

Agregación
Una vez resuelto el problema de la identificación, se requiere especificar las 
medidas que serán utilizadas para realizar la medición de la pobreza multidi-
mensional. Esto implica precisar los criterios para agregar las características de 
los individuos, a fin de generar indicadores que permitan analizar la magnitud y 
evolución de esta problemática. 

Las medidas agregadas de pobreza deben satisfacer las siguientes cuatro pro-
piedades: asegurar la comparabilidad de las mediciones de pobreza a nivel  
nacional, estatal y municipal, y a lo largo del tiempo; permitir valorar la contribución 
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13 Algunas de las propiedades de las medidas de pobreza multidimensional agregadas pueden ser con-
sultadas en Alkire y Foster (2007).

de los estados y los municipios a la pobreza nacional; posibilitar el conocimiento 
de la participación de cada una de las dimensiones, y tener algunas propiedades 
analíticas deseables.13

En este marco de referencia, se definen tres tipos de medidas de pobreza multi-
dimensional: de incidencia, de profundidad y de intensidad.

Medidas de incidencia

Estas medidas refieren el porcentaje de la población o de un grupo de población 
específico que padece algún tipo de carencia económica o social. Los trece indi-
cadores de incidencia de pobreza multidimensional, de bienestar o de carencia 
que deberá reportar el CONEVAL son los siguientes:

1. Población con un ingreso inferior a la línea de bienestar.
2. Población con un ingreso inferior a la línea de bienestar mínimo.
3. Carencia por rezago educativo.
4. Carencia de acceso a los servicios de salud.
5. Carencia de acceso a la seguridad social.
6. Carencia por la calidad y espacios de la vivienda.
7. Carencia por servicios básicos en la vivienda.
8. Carencia de acceso a la alimentación.
9. Población con una o más carencias sociales. 
10. Población con tres o más carencias sociales.
11. Población en pobreza multidimensional.
12. Población en pobreza multidimensional extrema.
13. Población en pobreza multidimensional moderada.

La medida de incidencia de pobreza multidimensional tiene las siguientes tres vir-
tudes: la primera es que permite conocer el porcentaje de la población en situación 
de pobreza y derivar fácilmente el número de personas en esa condición; la segun-
da es que se trata de una medida conocida y fácilmente interpretable; la tercera 
es que satisface la mayor parte de los cuatro criterios establecidos en el apartado 
precedente. Un aspecto particularmente importante es que permite desagregar 
las medidas nacionales de forma que se pueda conocer la participación de las 
entidades y municipios en la determinación de las medidas nacionales de pobreza. 

No obstante, la medida de incidencia de pobreza multidimensional tiene dos 
limitaciones importantes; por un lado, no permite desagregar la contribución 
de las distintas dimensiones a la pobreza general; por otro, aun cuando brinda 
información esencial para la evaluación de la política de desarrollo social, es  
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insensible a la profundidad de las carencias de la población, pues dado un mis-
mo porcentaje de la población cuyo ingreso está por debajo de la línea de bien-
estar, la incidencia sería la misma en el caso de que toda la población pobre sea 
carente en sólo una o en todas las dimensiones consideradas. 

Medidas de profundidad 

Se reportan dos tipos de medidas de profundidad: una asociada al espacio del 
bienestar y otra que concierne directamente al índice de privación social. Con 
respecto al espacio del bienestar, el CONEVAL calcula la medida de profundi-
dad de la pobreza planteada por Foster, Greer y Thorbecke (1984), se trata de 
una medida que está proporcionada por la distancia promedio del ingreso de la 
población con un ingreso inferior a la línea de bienestar, respecto a esta misma 
línea. Esta medida se presenta tanto para la población con carencias sociales 
como para aquella que no las tiene.

En cuanto al índice de privación social, la profundidad de las carencias se re-
porta mediante el número y la proporción promedio de carencias sociales. Este 
indicador debe estimarse para los cuatro grupos siguientes: la población en po-
breza multidimensional, la población en pobreza multidimensional extrema, la 
población con ingresos superiores a la línea de bienestar que tiene al menos una 
carencia, y la población con al menos una carencia social.

Medidas de intensidad 

Alkire y Foster (2007) propusieron una medida agregada de pobreza a fin de resol-
ver las limitaciones de las medidas de incidencia. Esta medida se construye a par-
tir de la multiplicación de una medida de incidencia y una medida de profundidad. 
Además, estas medidas permiten realizar diagnósticos sensibles a los cambios en 
las condiciones de vida de la población en situación de pobreza multidimensional.

De conformidad con el marco conceptual, el CONEVAL estimará tres medidas 
de intensidad:14

1. Intensidad de la pobreza multidimensional. Se define como el pro-
ducto de la medida de incidencia de la pobreza multidimensional y 
la proporción promedio de carencias sociales de la población pobre 
multidimensional.

2. Intensidad de la pobreza multidimensional extrema. Se define como 
el producto de la incidencia de la pobreza multidimensional extrema 
y la proporción promedio de carencias sociales de la población pobre 
multidimensional extrema.

14 En el anexo D se presenta la metodología empleada para la construcción de estos indicadores.
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3. Intensidad de la privación de la población con al menos una carencia. 
Se define como el producto de la medida de incidencia de la pobla-
ción que tiene al menos una carencia social y la proporción promedio 
de carencias de esa población.

Cabe destacar que estas medidas de intensidad permiten conocer la contribu-
ción a la pobreza multidimensional de las distintas carencias que presenta la 
población, aspecto fundamental para orientar la definición de las políticas públi-
cas de desarrollo social. Asimismo, los indicadores de intensidad de la pobreza 
multidimensional son casos particulares de la propuesta de medición multidi-
mensional de la pobreza de Alkire y Foster (2007),15 con la diferencia de que, de 
acuerdo con la concepción teórica del CONEVAL, no se considera pertinente 
incluir al ingreso en el cálculo de las medidas de profundidad.

Por último, se debe señalar que, en cumplimiento de los ordenamientos de la 
LGDS, el CONEVAL reportará las medidas agregadas de pobreza y de carencia 
social recién descritas cada dos años a escala nacional y para las entidades 
federativas, y cada cinco años para el país en su conjunto, las entidades federa-
tivas y los municipios del país.

La cohesión social 
Dado que el grado de cohesión social es el único indicador asociado al contexto 
territorial presente en el artículo 36 de la LGDS, la medición de este espacio se 
realizará mediante los indicadores de cohesión social. Para ello, se consideran 
los siguientes cuatro indicadores:16

1. El índice de Gini.
2. El grado de polarización social de la entidad federativa o del municipio.
3. La razón del ingreso de la población pobre multidimensional extrema 

respecto a la población no pobre multidimensional y no vulnerable.
4. El índice de percepción de redes sociales.17

De acuerdo con la propuesta de Boltvinik (2007), se hará una clasificación de 
las entidades federativas (o municipios) según el grado de cohesión social. Para 
realizar esta clasificación, se deberá utilizar técnicas estadísticas de estratifica-
ción óptima.

15 Alkire y Foster (2009) demuestran que los criterios que definió el CONEVAL para identificar a la po-
blación en pobreza multidimensional son equivalentes a su propuesta metodológica (Alkire y Foster, 
2007; Foster, 2007) cuando se utiliza un conjunto específico de ponderadores para cada indicador de 
carencia y se incluye el ingreso entre los indicadores. Por esta razón, el CONEVAL reportará también 
dicha medida para su utilización por parte del público interesado.).

16 En el capítulo 3 se pueden consultar los criterios utilizados para construir estos indicadores.
17 Este indicador solamente se calculará para las entidades federativas.
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Introducción
Cada uno de los espacios que se conforman en el proceso de la metodología de 
medición presenta características específicas que influyen en la construcción de 
los indicadores. En el presente capítulo se exponen los criterios adoptados para 
identificar a la población que no cuenta con los niveles mínimos de satisfacción 
en cada dimensión: los correspondientes al espacio del bienestar, los referidos 
al índice de privación social y los relativos al contexto territorial. 

Medición en el espacio del bienestar
La medición oficial de la pobreza para México hasta 2006 utilizó la metodología de-
finida por la Secretaría de Desarrollo Social, basada en las recomendaciones meto-
dológicas del Comité Técnico para la Medición de la Pobreza (CTMP) en 2002. En 
esa medición se emplea el ingreso como el único espacio para la evaluación del nivel 
de vida de los hogares (CTMP, 2002). En el contexto de una nueva metodología de 
medición multidimensional de la pobreza, el CONEVAL estableció distintas líneas de 
investigación a fin de disponer de una medición acorde con las disposiciones de la 
LGDS, las cuales tomaron como punto de partida los trabajos desarrollados por el 
CTMP (Székely, 2005). Entre los temas de investigación desarrollados se encuentran:

• El diseño y estimación de una nueva canasta alimentaria: se con-
sideró pertinente definir una nueva canasta básica alimentaria para 
México, la cual reflejara los patrones de consumo actuales.

• La estimación de necesidades no alimentarias: se realizó un análisis 
sobre las distintas metodologías disponibles para la estimación de las 
necesidades no alimentarias de la población, a fin de identificar la 
aproximación más adecuada al contexto mexicano.

• La incorporación de economías de escala y adulto equivalente: con 
el propósito de permitir la comparación entre los ingresos de hogares 
de distinta composición, se exploraron las opciones disponibles en la 
bibliografía, tales como las escalas adulto equivalente (en las cuales 
se supone que distintas personas requieren de un monto distinto de 
recursos según su edad u otras características), y las economías a 
escala (en las que se adopta el supuesto de que un mayor número 
de personas pueden compartir ciertos satisfactores, lo cual afecta el 
monto de los ingresos que requieren para cubrir sus necesidades).
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Cada una de estas líneas de investigación fue desarrollada por el CONEVAL, 
con el apoyo de distintos investigadores, quienes estudiaron el problema y ge-
neraron soluciones ceñidas a la situación mexicana.18 Para la determinación de 
las nuevas líneas de bienestar y bienestar mínimo, el CONEVAL decidió adoptar 
los siguientes criterios específicos:

• Emplear el corte de 2,500 habitantes para la definición de los ámbitos 
rural y urbano.

• Determinar las líneas de bienestar y bienestar mínimo a partir de los 
patrones observados de gasto y consumo.

• Utilizar la ENIGH 2006 como fuente de datos para la construcción de 
las líneas de bienestar y bienestar mínimo.

• Construir el ingreso a nivel del hogar y definir si se encuentra por 
debajo de la línea de bienestar y de bienestar mínimo, y asignar a 
todas las personas de una misma unidad doméstica la característica 
del hogar al que pertenecen.

• Considerar como referencia las metodologías en uso en el ámbito 
internacional.

A partir de estos criterios y considerando los resultados de los estudios e inves-
tigaciones realizadas, se definieron dos canastas básicas, una alimentaria y una 
no alimentaria, las cuales permiten efectuar estimaciones para el conjunto de las 
localidades rurales y urbanas. A partir de estas canastas básicas se determina 
la línea de bienestar (equivalente a la suma de los costos de la canasta alimen-
taria y no alimentaria) y la línea de bienestar mínimo (equivalente al costo de la 
canasta alimentaria). 

En cuanto a la definición de ingreso, a partir de las consultas a los especialistas 
y de la revisión de documentos generados por el Grupo de Camberra (2001) y 
la Organización Internacional del Trabajo (OIT) (2003), se decidió adoptar la 
definición de ingreso corriente. De acuerdo con estos organismos, el ingreso co-
rriente total se compone de la suma de las percepciones de todos los miembros 
del hogar, monetarios y no monetarios, e incluye las remuneraciones al trabajo, 
el ingreso por la explotación de negocios propios, la renta del capital, las trans-
ferencias, los ingresos por cooperativas, el valor imputado por autoconsumo, el 
pago en especie, los regalos recibidos en especie y una estimación de la renta 
por el uso de la vivienda propia.

De conformidad con la sugerencia de los especialistas, se acotó la definición de 
ingreso con el propósito de reflejar de manera adecuada los recursos de los que 

18 Entre los estudios realizados se encuentran Calderón (2007), el “Taller para la Elaboración de Canas-
tas Básicas Alimentarias y No Alimentarias”, impartido por la CEPAL en julio de 2008; Hernández et 
al. (2009), y Santana (2009).



51

disponen los hogares para la satisfacción de sus necesidades. En primer lugar, 
dado el carácter aleatorio y poco recurrente de muchas percepciones y regalos 
en especie, se mantendrán sólo aquellos que se reciban al menos una vez al 
año. Además, en el caso de la estimación del alquiler de la vivienda, se consideró 
que difícilmente los hogares podrían disponer de esos recursos para la satisfac-
ción de sus necesidades, por lo cual se excluye este concepto de ingreso. De 
igual modo, con el propósito de comparar los niveles de ingreso de hogares con 
diferentes composiciones demográficas, se ajusta el ingreso corriente por esca-
las de equivalencia entre personas adultas y menores, así como por economías 
de escala. Los criterios antes mencionados permiten identificar los hogares cuyo 
ingreso corriente total per cápita (ajustado por escalas de equivalencia y econo-
mías de escala) es inferior al valor de la línea de bienestar, y aquellos cuyo ingre-
so corriente total per cápita es inferior al valor de la línea de bienestar mínimo.19

Indicadores de carencia social
El espacio de los derechos sociales establece un vínculo directo entre el ejercicio 
de los derechos y la medición de la pobreza. Sin embargo, la medición del pleno 
ejercicio de un derecho tiene limitaciones metodológicas, en aspectos observa-
bles y no observables.20 Por lo anterior, los indicadores de carencia social que se 
utilicen para medir la pobreza deben ser tales que identifiquen elementos míni-
mos o esenciales del derecho, sin los cuales se pueda asegurar que una persona 
no ejerce o no ha podido ejercer algunos de sus derechos sociales definidos en 
el artículo 36 de la LGDS. Si bien este criterio permite disponer de una aproxima-
ción operativa para la identificación de las carencias, implica, por necesidad, que 
aun si una persona no presenta una carencia determinada, no podrá suponerse 
que tiene asegurado el ejercicio pleno del derecho correspondiente.

Basándose en estás consideraciones y en las características de la medición de-
talladas en el capítulo previo, la definición de los indicadores de carencia se 
realizó a partir de los siguientes criterios generales:

19 En el anexo A se muestran los criterios específicos adoptados para la construcción del ingreso y la 
definición de las líneas de bienestar y bienestar mínimo.

20 Tómese como ejemplo el caso del derecho a la educación, acerca del cual la CPEUM establece: “Todo 
individuo tiene derecho a recibir educación. El Estado -federación, estados, Distrito Federal y muni-
cipios- impartirá educación preescolar, primaria y secundaria. La educación preescolar, primaria y la 
secundaria conforman la educación básica obligatoria. La educación que imparta el Estado tenderá a 
desarrollar armónicamente todas las facultades del ser humano y fomentará en él, a la vez, el amor a 
la Patria y la conciencia de la solidaridad internacional, en la independencia y en la justicia”. Si bien es 
posible identificar el nivel educativo alcanzado por una persona, es difícil obtener información acerca 
de si la educación recibida le ha permitido desarrollar armónicamente todas sus facultades, así como 
los otros elementos mencionados.
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• Unidad de análisis: son las personas; cuando no es posible hacer una 
medición a nivel individual, se hace a nivel del hogar o de la vivienda 
y se asigna el valor correspondiente a todas las personas dentro de 
una misma unidad doméstica o vivienda.

• Pertinencia conceptual: los indicadores de carencia deben expresar 
aspectos fundamentales del ejercicio de cada derecho.

• Factibilidad empírica: los indicadores deben estimarse de manera 
confiable, válida y precisa a nivel estatal y municipal,21 con informa-
ción generada por el INEGI.

• Especificidad: los indicadores deben identificar claramente a la po-
blación con carencia, a fin de construir indicadores dicotómicos como 
los requeridos por la metodología presentada en el capítulo anterior.

• Utilidad para las políticas públicas: debe ser posible la reducción del 
nivel de carencia, incluso a cero, lo que implica que debe ser factible 
superar la carencia asociada.

Un componente esencial de los indicadores de carencia es la determinación del 
umbral o norma a partir de la cual se define si una persona presenta una ca-
rencia en particular. Para efectuar lo anterior, se establecieron criterios meto-
dológicos específicos, los cuales se adoptan de manera sucesiva. Los criterios 
establecidos son los siguientes:

1. Aplicar las normas legales, si existen.
2. Aplicar criterios definidos por expertos de instituciones públicas espe-

cialistas en la materia de cada indicador de carencia.
3. Aplicar criterios basados en los resultados de análisis estadísticos.
4. Determinar el umbral por parte de la Comisión Ejecutiva del CONE-

VAL, después de haber tomado en consideración la opinión de perso-
nas expertas en la materia.

Consecuentemente, para la definición de los indicadores de carencia se recurrió, 
en primer lugar, a efectuar una revisión de la legislación vigente aplicable a cada 
dimensión. En caso de que la legislación no permitiera establecer de manera 
precisa un indicador de carencia y el umbral asociado, se consultó a especialis-
tas en la materia, en particular aquellos de instituciones oficiales dedicadas a la 
generación o análisis de la información estadística en cada dimensión. 

En las siguientes secciones se detalla la construcción y fundamentación de los 
indicadores de carencia por rezago educativo, acceso a los servicios de salud, 
acceso a la seguridad social, calidad y espacios de la vivienda, servicios básicos 

21 Para una definición precisa de estas propiedades, así como algunas sugerencias para su evaluación, 
consultar Gordon (2007).
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en la vivienda y acceso a la alimentación.22 A fin de brindar información detallada 
sobre las características y causas de la privación social, el CONEVAL reportará 
una serie de indicadores complementarios que permitirán ofrecer una visión más 
amplia de la problemática en cada una de las dimensiones de carencia social.23

Rezago educativo

La educación es el principal medio para desarrollar y potenciar las habilidades, 
conocimientos y valores éticos de las personas. Además, representa un meca-
nismo básico de transmisión y reproducción de conocimientos, actitudes y va-
lores, fundamental en los procesos de integración social, económica y cultural. 
Ser incapaz de leer, escribir, o realizar las operaciones matemáticas básicas, e 
incluso no tener un nivel de escolaridad que la sociedad considera básico, limita 
las perspectivas culturales y económicas de todo ser humano, lo que restringe 
su capacidad para interactuar, tomar decisiones y funcionar activamente en su 
entorno social.

En el marco normativo mexicano, el Artículo 3° de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) y los artículos 2°, 3° y 4° de la Ley General 
de Educación (LGE) establecen que toda la población debe cursar la educación 
preescolar, primaria y secundaria, niveles que constituyen la educación básica 
obligatoria. El Artículo 31 de la Constitución y el artículo 4° de la LGE disponen la 
obligación de todos los mexicanos de enviar a sus hijos o pupilos a las escuelas 
públicas o privadas para obtener la educación obligatoria. La Ley Federal del 
Trabajo, por otra parte, prohíbe el trabajo de los niños menores de catorce años 
de edad y el de los de catorce y quince años sin la educación básica obligatoria.

En los últimos años, se han incorporado diversas reformas a la Carta Magna y a 
la legislación en materia educativa, en especial sobre los niveles que incluye la 
educación obligatoria.24 Debido a lo anterior, es necesario que el umbral adop-
tado retome los cambios que ha tenido la legislación, pues aunque el Estado, al 
modificar las disposiciones contenidas en la Constitución, asume la responsabili-
dad de ofrecer los mecanismos apropiados para que toda la población disponga 
de las mismas condiciones, no puede obligar a los particulares a adherirse a és-
tos. Por tanto, no es posible establecer un mismo umbral para toda la población, 

22 En el anexo B se pueden consultar los criterios específicos para construir los indicadores de carencia 
definidos en esta sección.

23 En el anexo C se presentan algunos de los indicadores que ha desarrollado el CONEVAL en conjun-
ción con los distintos especialistas temáticos, los cuales serán reportados periódicamente, en tanto 
la información disponible lo permita.

24 El umbral de la enseñanza obligatoria, reconocida en la CPEUM, se ha venido ampliando con el tiem-
po. A partir de 1934, la CPEUM incorporó como derecho fundamental la enseñanza obligatoria a nivel 
primaria; desde 1908, Justo Sierra promovió una reforma educativa para tal fin en las postrimerías del 
gobierno de Porfirio Díaz. En 1993 se amplió la enseñanza obligatoria para incluir  la educación se-
cundaria. Recientemente, a finales de 2002, se decretó como obligatoria la enseñanza en preescolar, 
pero sujeta a un proceso paulatino de incorporación.
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sino que debe definirse uno que permita medir con precisión la efectividad del 
Estado para garantizar el derecho a la escolaridad obligatoria. Este umbral debe 
retomar la evolución histórica tanto de la conformación de la educación básica 
como la vigencia de su obligatoriedad legal.

Para la definición del umbral de esta dimensión se consultó al Instituto Nacional 
para la Evaluación de la Educación (INEE), organismo encargado de la evalua-
ción del sector educativo en México. El INEE propuso al CONEVAL la Norma de 
Escolaridad Obligatoria del Estado Mexicano (NEOEM), conforme a la cual se 
considera con carencia por rezago educativo a la población que cumpla alguno 
de los siguientes criterios:

• Tiene de tres a quince años, no cuenta con la educación básica obli-
gatoria y no asiste a un centro de educación formal.

• Nació antes de 1982 y no cuenta con el nivel de educación obliga-
toria vigente en el momento en que debía haberla cursado (primaria 
completa).

• Nació a partir de 1982 y no cuenta con el nivel de educación obliga-
toria (secundaria completa).

La NEOEM brinda información sobre la capacidad del Estado mexicano para 
asegurar la obtención de la educación básica obligatoria para toda su pobla-
ción, lo cual es un elemento fundamental del derecho a la educación que el 
CONEVAL reportará periódicamente, a fin de conocer los avances y retos per-
sistentes en materia de rezago educativo. Asimismo, el análisis del avance en 
el ejercicio del derecho a la educación puede ser complementado con distin-
tos indicadores, como el acceso de todos los individuos al nivel de educación 
obligatorio vigente y la calidad de la educación recibida. Por lo anterior, como 
parte de los indicadores complementarios, se reportan estos otros elementos 
del derecho a la educación, con el propósito de facilitar su utilización entre el 
público interesado.

Acceso a los servicios de salud

El acceso a los servicios de salud es un elemento primordial del nivel de vida 
que brinda las bases necesarias para el mantenimiento de la existencia humana 
y su adecuado funcionamiento físico y mental. Cuando las personas carecen de 
un acceso a los servicios de salud oportuno y efectivo, el costo de la atención 
de una enfermedad o accidente puede vulnerar el patrimonio familiar o, incluso, 
su integridad física.

El Artículo 4° de la Constitución establece que toda la población mexicana tiene 
derecho a la protección de la salud. En términos de la Ley General de Salud (LGS), 
este derecho constitucional se refiere al derecho de todos los mexicanos a ser 
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incorporados al Sistema de Protección Social en Salud (artículo 77 bis1 de la LGS). 
De esta forma, las familias y personas que no sean derechohabientes de las insti-
tuciones de seguridad social, o no cuenten con algún otro mecanismo de previsión 
social en salud, deben ser inscritas en dicho sistema (artículo 77 bis 3 de la LGS). 

A partir de estos criterios, se considera que una persona se encuentra en situa-
ción de carencia por acceso a los servicios de salud cuando:

• No cuenta con adscripción o derecho a recibir servicios médicos de 
alguna institución que los presta, incluyendo el Seguro Popular, las 
instituciones públicas de seguridad social (IMSS, ISSSTE federal o 
estatal, Pemex, Ejército o Marina) o los servicios médicos privados. 

La norma establecida en la LGS brinda un piso mínimo que debe ser garantizado 
por el Estado para que toda persona pueda ejercer su derecho constitucional a la 
protección de la salud y, por tanto, al acceso a los servicios de salud. Sin embar-
go, las titularidades asociadas al derecho a la salud deben incluir un sistema de 
acceso y protección que esté disponible, sea accesible, aceptable y de calidad 
(OACDH, 2004). 

En consecuencia, además de evaluar el acceso a los servicios de salud, es con-
veniente contar con información sobre otros elementos asociados al derecho a 
la salud, como la oportunidad y la efectividad de los servicios recibidos. Sin em-
bargo, existen restricciones conceptuales y metodológicas para analizar estos 
aspectos. Por ejemplo, la distancia a la clínica o unidad hospitalaria más cercana 
es un elemento clave para recibir atención médica oportuna, pero es necesario 
considerar también el tipo de atención requerida, el medio de transporte que se-
ría utilizado o las intervenciones que pueden ser proporcionadas por cada unidad 
de salud. En consideración a lo anterior, se reportarán estos y otros elementos 
relevantes para el acceso a los servicios de salud, dentro de los indicadores 
complementarios.

Acceso a la seguridad social

La seguridad social puede ser definida como el conjunto de mecanismos diseña-
dos para garantizar los medios de subsistencia de los individuos y sus familias 
ante eventualidades, como accidentes o enfermedades, o ante circunstancias 
socialmente reconocidas, como la vejez y el embarazo. La exclusión de los me-
canismos sociales de protección vulnera la capacidad de los individuos para en-
frentar contingencias fuera de su control que pueden disminuir de modo signifi-
cativo su nivel de vida y el de sus familias (CEPAL, 2006). 

La seguridad social se encuentra consagrada en el Artículo 123 de la Constitu-
ción, relativo al trabajo, dentro del cual se definen coberturas sociales mínimas 
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que deben otorgarse a los trabajadores y sus familiares.25 La Ley del Seguro 
Social (LSS), considerada de utilidad pública para los trabajadores del apartado 
A,26 establece que la finalidad de la seguridad social es garantizar el derecho a 
la salud, la asistencia médica, la protección de los medios de subsistencia y los 
servicios sociales necesarios para el bienestar individual y colectivo. Esta Ley 
establece dos regímenes para el acceso a la seguridad social: el obligatorio y el 
voluntario, así como un sub-régimen de inscripción voluntaria al régimen obliga-
torio. La población comprendida en el apartado B cuenta con esquemas simila-
res a los del apartado A, instituidos en la misma Constitución Política y las leyes 
específicas a las que se sujetan (por ejemplo, la Ley del Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado).

En el caso de la población no trabajadora, ambos sistemas prevén tres tipos de 
mecanismos de acceso: de manera directa, a través de las jubilaciones y pensiones; 
de manera indirecta, por las redes de parentesco con la población que actualmen-
te cotiza o recibe una jubilación o pensión, y también de manera indirecta para la 
población que disfruta de una pensión por orfandad o viudez. Una característica 
relevante del sistema de seguridad social es su carácter dinámico. Aun cuando en 
un momento dado es posible saber cuáles trabajadores están inscritos al sistema de 
seguridad social, esta inscripción no implica el disfrute de beneficios fundamentales, 
como la pensión por invalidez o muerte, o la atención médica de algunos padeci-
mientos.27 Sin embargo, la inscripción actual al sistema es una condición mínima 
indispensable para gozar de los beneficios de la seguridad social.28 

En el contexto de la medición de la pobreza, se reconoce, en primer lugar, que 
el acceso a la seguridad social depende de un subconjunto de integrantes de 
cada hogar; específicamente, de quienes cotizan o disfrutan de los beneficios de 
haber cotizado anteriormente. Los integrantes que no cumplen con esta condi-
ción, pueden tener acceso a través de las redes de parentesco definidas por la 
ley, u otros mecanismos previstos en ella, como el acceso voluntario al régimen 
obligatorio y la inscripción a una Afore.

25 La fracción XXIX del apartado A de este artículo establece: “Es de utilidad pública la Ley del Seguro 
Social, y ella comprenderá seguros de invalidez, de vejez, de vida, de cesación involuntaria del trabajo, 
de enfermedades y accidentes, de servicios de guardería y cualquier otro encaminado a la protección 
y bienestar de los trabajadores, campesinos, no asalariados y otros sectores sociales y sus familiares”.

26 Las disposiciones del Artículo 123 constitucional en materia de seguridad social se dividen en dos 
apartados: las del apartado A, aplicables a obreros, jornaleros, empleados domésticos, artesanos 
y, de manera general, a todo contrato de trabajo; y las del apartado B, para aquellos trabajadores al 
servicio de los Poderes de la Unión y el Gobierno del Distrito Federal. Las disposiciones del apartado 
A son aplicables en general para la población ocupada no comprendida en el apartado B, pues de 
acuerdo con la fracción XXIX de este apartado: “Es de utilidad pública la Ley del Seguro Social, y 
ella comprenderá […] y cualquier otro encaminado a la protección y bienestar de los trabajadores, 
campesinos, no asalariados y otros sectores sociales y sus familiares.” 

27 El disfrute de estos beneficios está condicionado a disponer de un tiempo mínimo de cotización antes 
de que se pueda disponer de ellos.

28 De acuerdo con las decisiones del trabajador y el contrato colectivo del que disponga, la edad de 
cotización puede ser  menor o mayor a la establecida en la legislación.
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Existen otros mecanismos de acceso a los beneficios derivados de la seguridad 
social, en especial a los programas de pensiones para población de sesenta y 
cinco años o más. Si bien los beneficios de estos programas no brindan un acce-
so completo a la seguridad social, en cierta medida permiten asegurar los medios 
de subsistencia de la población. Por lo anterior, se considera que la población be-
neficiaria de programas de apoyos para adultos mayores disponen de acceso.29 

A partir de estas consideraciones, es posible identificar a la población con ca-
rencia por acceso a la seguridad social de acuerdo con los siguientes criterios:30 

• En cuanto a la población económicamente activa, asalariada, se con-
sidera que no tiene carencia en esta dimensión si disfruta, por parte 
de su trabajo, de las prestaciones establecidas en el artículo 2° de la 
LSS (o sus equivalentes en las legislaciones aplicables al apartado B 
del Artículo 123 constitucional).31

• Dado el carácter voluntario de la inscripción al sistema por parte de 
ciertas categorías ocupacionales, en el caso de la población trabaja-
dora no asalariada o independiente se considera que tiene acceso a 
la seguridad social cuando dispone de servicios médicos como pres-
tación laboral o por contratación voluntaria al régimen obligatorio del 
IMSS y, además, cuenta con SAR o Afore.

• Para la población en general, se considera que tiene acceso cuando 
goce de alguna jubilación o pensión, o sea familiar de una persona 
dentro o fuera del hogar con acceso a la seguridad social.

• En el caso de la población en edad de jubilación (sesenta y cinco 
años o más), se considera que tiene acceso a la seguridad social si 
es beneficiario de algún programa social de pensiones para adultos 
mayores.

• La población que no cumpla con alguno de los criterios mencionados, 
se considera en situación de carencia por acceso a la seguridad social.

29 El CONEVAL dará un seguimiento puntual de las pensiones otorgadas por estos programas con el 
objeto de valorar la medida en que permiten asegurar los medios de subsistencia de esta población.

30 A diferencia de las otras dimensiones en las cuales se identifica a la población en situación de ca-
rencia, dadas las diversas fuentes de acceso a la seguridad social consideradas en la legislación, en 
este indicador se registra a la población que no presenta carencia para simplificar la exposición de 
los criterios.

31 Dado que la información para la construcción de este indicador proviene de una encuesta en hogares 
o de un censo de población, puede suceder que el informante desconozca si dispone de una o más 
de sus prestaciones, ya sea porque no las ha requerido, o porque no sabe si podría hacerlas efectivas 
(como en el caso de la pensión por enfermedad profesional o los créditos para la vivienda). Con el 
propósito de crear un indicador en el cual los sesgos por desconocimiento o falta de utilización de las 
prestaciones se disminuyeran tanto como fuera posible, se considera que un trabajador cuenta con 
acceso a la seguridad social cuando goza de derecho a recibir servicios médicos como prestación 
laboral; incapacidad con goce de sueldo en caso de accidente, enfermedad o maternidad; y acceso a 
un sistema de jubilaciones o pensiones para el retiro.
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El indicador de carencia por acceso a la seguridad social comprende las con-
diciones mínimas sin las cuales los individuos no podrían ejercer este derecho 
social. Sin embargo, es necesario profundizar sobre diversos aspectos de esta 
dimensión, como la calidad de las pensiones y el acceso a otras prestaciones 
(como las guarderías o los créditos para vivienda).

Calidad y espacios de la vivienda

El entorno físico en el que habitan las personas tiene una influencia determinante 
en su calidad de vida, en especial el espacio donde se desarrolla la vida cotidiana 
y social más próxima, es decir, la vivienda. Tanto los componentes físicos de la 
vivienda —su dimensión, equipamiento, infraestructura y materiales— como los 
relacionales —familiares, culturales y ambientales— constituyen factores decisi-
vos del proceso de formación personal y de su adaptación al entorno sociocultural 
y económico en donde se desenvuelven (Tello i Robira, 2003). Una vivienda con 
pisos, techos o muros no construidos de materiales resistentes y adecuados, que 
no dañen la salud de sus habitantes y les protejan adecuadamente de las incle-
mencias del medio ambiente, disminuye la ocurrencia de enfermedades y otros 
eventos adversos (Cattaneo et al., 2007); de lo contrario, se pone en riesgo la 
integridad física de sus residentes, pues los expone a enfermedades y no los pro-
tege de manera adecuada de las inclemencias del clima. Asimismo, la falta de 
espacios suficientes para los habitantes de una vivienda tiene implicaciones en la 
privacidad y la libre circulación de sus residentes, lo cual ocasiona alteraciones en 
la salud física y mental. Como diversos estudios han demostrado, el hacinamiento 
está asociado a la escasez de vivienda y a la imposibilidad de tener opciones para 
adquirir espacios habitacionales apropiados (Anzaldo y Bautista, 2005).

El Artículo 4° de la Constitución establece el derecho de toda familia a disponer 
de una vivienda digna y decorosa; sin embargo, ni en este ordenamiento ni en la 
Ley de Vivienda se especifican las características mínimas que debe tener ésta. 
Por ello, el CONEVAL solicitó a la Comisión Nacional de Vivienda (CONAVI)32  

su opinión respecto a este tema. 

Los criterios formulados por la CONAVI para el indicador de calidad y espacios 
de la vivienda incluyen dos subdimensiones: el material de construcción de la 
vivienda y sus espacios. En el caso del material de construcción, la CONAVI 
propuso utilizar información sobre el material de pisos, techos y muros; en el 
caso de los espacios, recomendó evaluar el grado de hacinamiento. Para cada 
uno de los indicadores, la CONAVI planteó una ordenación de las características 
de la vivienda, a fin de clasificarlas de menor a mayor calidad. A partir de esta 
ordenación y del umbral establecido por la misma CONAVI, es posible identificar 
las viviendas con condiciones de habitabilidad inadecuadas. 
32 La Ley de Vivienda establece que la CONAVI es la instancia encargada de formular, ejecutar, conducir, 

coordinar, evaluar y dar seguimiento a la Política Nacional de Vivienda.
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De acuerdo con estos criterios, se considera como población en situación de 
carencia por calidad y espacios de la vivienda a las personas que residan en 
viviendas que presenten, al menos, una de las siguientes características:

• El material de los pisos de la vivienda es de tierra.
• El material del techo de la vivienda es de lámina de cartón o desechos.
• El material de los muros de la vivienda es de embarro o bajareque; 

de carrizo, bambú o palma; de lámina de cartón, metálica o asbesto; 
o material de desecho.

• La razón de personas por cuarto (hacinamiento) es mayor que 2.5.

El indicador de carencia por calidad y espacios de la vivienda se construye a par-
tir de los elementos mínimos indispensables de una vivienda digna. Sin embar-
go, existen aspectos relevantes que pueden complementar el análisis efectuado, 
como la ubicación (en especial aquellas en zonas de riesgo) o la certidumbre 
jurídica sobre el inmueble. Algunos de estos indicadores serán incorporados 
dentro de los indicadores complementarios.

Acceso a los servicios básicos en la vivienda33

De manera similar al  indicador de calidad y espacios, el acceso a servicios 
básicos en la vivienda es un componente fundamental del entorno en que las 
personas interactúan y se desarrollan. Si bien disponer de una vivienda cons-
truida con materiales sólidos y que protejan adecuadamente a sus habitan-
tes es un elemento indispensable, la disposición de servicios básicos como el 
agua en la vivienda y la luz eléctrica tiene un fuerte impacto en las condiciones 
sanitarias y las actividades que los integrantes del hogar pueden desarrollar 
dentro y fuera de ella. 

En forma análoga a lo realizado para el indicador anterior, se solicitó la opinión 
de la CONAVI sobre los servicios básicos indispensables de toda vivienda. Al 
respecto, la propuesta de la CONAVI identificó cuatro subdimensiones: acceso 
al agua potable, disponibilidad de servicio de drenaje, servicio de electricidad y 
combustible para cocinar en la vivienda. Para cada uno de los indicadores pro-
puestos, la CONAVI estableció una ordenación de las posibles características de 
la vivienda, a partir de la cual es posible identificar las que tienen condiciones de 
habitabilidad inadecuadas. 

33 Para la construcción de este indicador, CONEVAL puso a consideración de la CONAVI la inclusión de 
las siguientes variables: dotación y frecuencia de agua, disponibilidad de drenaje, disponibilidad de 
escusado, uso exclusivo del sanitario, admisión de agua en el sanitario, disponibilidad de electricidad, 
eliminación de basura y combustible utilizado para cocinar. La selección final de los indicadores y 
variables obedece a las recomendaciones de la CONAVI.  
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De acuerdo con los criterios propuestos por la CONAVI, se considera como po-
blación en situación de carencia por servicios básicos en la vivienda a las per-
sonas que residan en viviendas que presenten, al menos, una de las siguientes 
características:

• El agua se obtiene de un pozo, río, lago, arroyo, pipa; o bien, el agua 
entubada la obtienen por acarreo de otra vivienda, o de la llave pública 
o hidrante.

• No cuentan con servicio de drenaje, o el desagüe tiene conexión a 
una tubería que va a dar a un río, lago, mar, barranca o grieta.

• No disponen de energía eléctrica.
• El combustible que se usa para cocinar o calentar los alimentos es 

leña o carbón sin chimenea.

Si bien se reconoce la existencia de otros servicios cuya incorporación es desea-
ble en la vivienda, se seleccionaron las características que, indispensablemente, 
deben estar en funcionamiento al momento de ser ocupada. Otras, como el ser-
vicio de eliminación de basura, la disposición de servicio sanitario, y la frecuen-
cia con la cual se dispone de agua en la vivienda, serán analizadas dentro del 
conjunto de indicadores complementarios que permitirán caracterizar con mayor 
precisión las condiciones de habitabilidad de las viviendas.

Acceso a la alimentación

Todos los individuos tienen derecho a disfrutar del acceso físico y económico 
a una alimentación adecuada y los medios para obtenerla (OACDH, 2004). No 
padecer hambre es el mínimo nivel que debe estar garantizado dentro del de-
recho a la alimentación. Sin embargo, y a diferencia de las dimensiones antes 
presentadas, en la CPEUM se ha incorporado el derecho a la alimentación para 
las niñas y los niños, pero no para el resto de la población. Por lo tanto, es rele-
vante que la LGDS haya establecido el acceso a la alimentación como uno de los 
derechos para el desarrollo social.

A pesar de la falta de criterios en el marco normativo mexicano para definir los 
componentes del derecho a la alimentación, es posible recurrir a los acuerdos 
internacionales ratificados por el Estado mexicano en la materia. Al respecto, el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,34 sostie-
ne, en su artículo 11, el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado 
para sí y su familia, lo cual incluye el derecho a la alimentación. Asimismo, la 
Declaración de Roma de 1996 sobre la Seguridad Alimentaria Mundial reafirma 
“el derecho de toda persona a tener acceso a alimentos sanos y nutritivos, en 

34 Firmado por México el 23 de marzo de 1981.
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consonancia con el derecho a una alimentación apropiada y con el derecho fun-
damental de toda persona a no padecer hambre”.35 De esta forma, se precisan 
dos elementos constitutivos del derecho a la alimentación: el derecho a no pade-
cer hambre y el derecho a gozar de acceso a una alimentación sana y nutritiva.

Con el propósito de disponer de una medida para evaluar el avance en el derecho 
a la alimentación, diversos organismos internacionales e instituciones han desa-
rrollado el concepto de seguridad alimentaria. De acuerdo con la FAO (2006), la 
seguridad alimentaria comprende el acceso en todo momento a comida suficien-
te para llevar una vida activa y sana, lo cual está asociado a los conceptos de 
estabilidad, suficiencia y variedad de los alimentos. Este concepto se encuentra 
estrechamente vinculado al acceso a la alimentación, por lo que se considera 
apropiado para la medición del indicador de carencia para esta dimensión.36

Las escalas de seguridad alimentaria evalúan aspectos como la preocupación 
por la falta de alimentos, los cambios en la calidad y cantidad de estos, e incluso 
las experiencias de hambre. Para el caso latinoamericano, un grupo de espe-
cialistas en nutrición ha venido desarrollando una adaptación de esta escala, la 
cual ha sido validada para el caso mexicano después de una serie de estudios y 
levantamientos de información en el país.37

Con el propósito de contar con una herramienta que permita evaluar el ejercicio 
del derecho a la alimentación, se empleará una escala de seguridad alimentaria 
basada en la propuesta de Pérez-Escamilla, Melgar-Quiñonez, Nord, Álvarez y 
Segall.38 Esta escala reconoce cuatro posibles niveles de inseguridad alimentaria: 
inseguridad alimentaria severa, inseguridad alimentaria moderada, inseguridad  

35 El documento del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales puede ser 
consultado en la dirección electrónica http://www.unhchr.ch/spanish/html/menu3/b/a_cescr_sp.htm. 
El documento de la Declaración de Roma sobre Seguridad Alimentaria Mundial puede ser revisado 
en http://www.fao.org/WFS/index_es.htm.

36 Existen al menos cinco métodos para medir el concepto de seguridad alimentaria. Dos de ellos se 
basan en la información sobre ingresos y gastos en los hogares, los cuales tienden a asumir que lo 
gastado en alimentación es muy parecido a lo que se consume, por lo cual suele tener sesgos de 
medición, especialmente en las zonas rurales. Otros métodos requieren información cuyos costos y 
nivel de especialización hacen inviable su utilización a nivel municipal (por ejemplo, medidas antropo-
métricas y de consumo de alimentos).  Las escalas de seguridad alimentaria basadas en experiencias 
han sido desarrolladas desde los años ochenta, y presentan la ventaja de requerir pocos reactivos y 
de que su validez ha sido probada no sólo para el caso mexicano, sino para al menos otros veintidós 
países en el mundo. Para mayor información sobre las escalas de inseguridad alimentaria y sus 
propiedades, consultar Bickel et al. (2000), Hamilton et al. (1997), Moncada y Ortega (2006) y Pérez-
Escamilla y Segall-Correa (2008).

37 Además de la información contenida en la ENIGH 2008 y el MCS-ENIGH 2008, se ha levantado 
información de la escala en otras fuentes: Termómetro Capitalino (2003), por el Centro de Estudios 
de Opinión Pública; Encuesta Guanajuato Estatal (2007), por  Data OPM; Encuesta de Umbrales Mul-
tidimensionales de Pobreza (2007), del CONEVAL; Encuesta de Cultura Política de la Democracia: 
México (2008), por la Universidad de Vanderbilt en el marco del Latin American Public Opinion Pro-
ject. Para mayor referencia de los estudios realizados sobre el tema véase Parás y Pérez-Escamilla 
(2004); Pérez-Escamilla et al. (2005), y Melgar-Quiñonez et al. (2005).  

38 Véase: Pérez-Escamilla et al. (2007) y Melgar-Quiñonez  et al. (2007).
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alimentaria leve y seguridad alimentaria. Aun cuando cualquiera de estos nive-
les de inseguridad alimentaria implica una restricción relevante para disponer de 
acceso a la alimentación, existen diversos factores culturales y contextuales que 
pueden dificultar la comparación del grado de seguridad alimentaria entre hogares. 

A fin de contar con una medida que refleje con la mayor precisión posible la exis-
tencia de limitaciones significativas en el ejercicio del derecho a la alimentación, se 
considera en situación de carencia por acceso a la alimentación a los hogares que:

• Presenten un grado de inseguridad alimentaria moderado o severo.

Para enriquecer  la información contenida en este indicador, se reportarán dentro de 
los indicadores complementarios los cuatro grados de inseguridad alimentaria, así 
como otros indicadores que reflejen aspectos distintos del ejercicio de este derecho.

Grado de cohesión social
Una revisión exhaustiva de las distintas definiciones de cohesión social presen-
tes en la bibliografía permite comprobar que no existe un corpus conceptual 
único que delimite con precisión sus componentes y alcances. Asimismo, es po-
sible señalar la ambigüedad en su utilización y en su relación con otros términos 
comúnmente asociados, como los de capital social, inclusión y exclusión social, 
integración social y ética social, entre otros (Berger-Schmidt y Noll, 2000; Rajul-
ton, Ravanera y Beajout, 2003). Lo anterior dificulta la adopción o construcción 
de un indicador único para la medición de esta dimensión, debido a la variedad 
de fenómenos que suelen estar vinculados a ella.39 

Si bien no es posible disponer de una definición única de cohesión social, las con-
sultas con especialistas en el tema plantearon tres aspectos fundamentales: en 
primer lugar, que la cohesión social está asociada a un concepto de naturaleza re-
lacional, lo cual implica que la unidad de análisis no son los individuos, sino las co-
munidades o grupos sociales, y por tanto, se trata de un concepto que sólo puede 
medirse como una característica de conjuntos de población; en segundo lugar, que 
para algunas definiciones la pobreza es parte de los fenómenos que disminuyen 
o afectan la cohesión social en un país, mientras que para otros esta relación es 
inversa, por lo que no se puede definir con claridad si la cohesión social es parte 
intrínseca de la pobreza o no; y en tercero, que una sociedad más equitativa puede 
generar mejores condiciones para desarrollar la cohesión entre sus miembros.

39 Algunos de estos fenómenos son la violencia, la desigualdad social, los índices delictivos, la discri-
minación, la corrupción, las redes sociales, la solidaridad y reciprocidad, la conciencia ciudadana, la 
pertenencia a grupos, el compromiso cívico, la participación política, el análisis del funcionamiento 
institucional, entre otros. Véase, por ejemplo, BID (2005) y CEPAL (2007a).
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Dada la profusión de conceptos asociados a la cohesión social, durante el proce-
so de definición de la metodología se exploraron diversas alternativas. Se toma-
ron como base algunos modelos explicativos generales, como el presentado por 
la CEPAL (2007a), según el cual la cohesión social tiene distintas subdimensio-
nes que podrían considerarse a nivel hogar: las redes sociales, la discriminación, 
la participación social y la confianza. 

A partir de la consideración de los elementos antes mencionados, un indicador 
robusto podría ser el de la desigualdad o el de las distancias sociales, pues, si 
se reconoce que la desigualdad se manifiesta en distintos ámbitos del nivel de 
vida, mientras mayores sean las disparidades sociales en educación, vivienda, 
salud o alimentación, esta polarización tendería a reforzar la persistencia de la 
pobreza.40

Dada la diversidad de conceptos y aproximaciones involucrados en esta dimen-
sión, se retomó la propuesta de Boltvinik (2007), en el sentido de realizar la medi-
ción del grado de cohesión social en el espacio del territorio. De acuerdo con ello, 
el grado de cohesión social se medirá a nivel municipal y estatal mediante cuatro 
indicadores: la desigualdad económica (coeficiente de Gini); la razón de ingreso 
de la población pobre multidimensional extrema respecto a la población no pobre 
multidimensional y no vulnerable; la polarización social,41 y las redes sociales; 
este último indicador se calculará solamente a nivel estatal.

Fuentes de información
La solución al problema de la identificación de la pobreza multidimensional re-
quiere contar con fuentes de información que, en un solo instrumento, permitan 
captar la totalidad de los indicadores que se usarán en la medición. Por eso, el 
CONEVAL y el INEGI entablaron una estrecha colaboración interinstitucional 
para generar las fuentes de información que permitieran realizar la medición de 
la pobreza con apego a lo dispuesto en la LGDS.42 Como producto de esta co-
laboración, se diseñó el Módulo de Condiciones Socioeconómicas 2008 (MCS-
ENIGH 2008), el cual amplía las temáticas y los ámbitos de estudio de la Encuesta  
Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares (ENIGH 2008) del mismo año. 

40 A pesar de que los niveles de pobreza sean relativamente bajos, como lo explica Sen (2000), la co-
hesión social puede enfrentar serios problemas en una sociedad fuertemente dividida entre una gran 
mayoría con grandes niveles de bienestar y una minoría con las mínimas condiciones de bienestar 
insatisfechas.

41 Para la creación del indicador se retomó la propuesta de Rubalcava (2007, 2006, 2001).
42 El Reglamento de la LGDS establece en su artículo 38 que “[l]os censos, conteos y encuestas que lle-

ve a cabo el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática, deberán generar información 
suficiente respecto a los indicadores a que se refiere el artículo 36 de la Ley [General de Desarrollo 
Social]. Para tal efecto, en su diseño, se tomarán en cuenta las opiniones del Consejo Nacional de 
Evaluación y de la Secretaría [de Desarrollo Social]”.
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43 Hasta 2006, la ENIGH sólo permitía obtener estimaciones a nivel nacional y para el conjunto de las 
localidades rurales y urbanas. Si bien en algunos levantamientos anteriores de la ENIGH se dispone 
de información para ciertas entidades federativas, éstas han sido muestras financiadas por los gobier-
nos estatales correspondientes y no se cuenta con información para todos los años. El MCS-ENIGH 
2008 permite disponer de estadísticas confiables a nivel estatal y contiene la información necesaria 
para operacionalizar la presente metodología. Asimismo, con el propósito de realizar mediciones a 
nivel municipal, el CONEVAL mantiene un convenio de colaboración con el INEGI para identificar las 
preguntas a incorporar en el cuestionario ampliado del Censo de Población de 2010.

44 Esta encuesta, diseñada y levantada por el CONEVAL en 2007, contenía las preguntas probadas en 
la primera prueba piloto del MCS-ENIGH 2008, así como una variedad de preguntas adicionales cuyo 
propósito era investigar algunos aspectos conceptuales y metodológicos vinculados a la medición y 
que no habían sido resueltos hasta ese momento.

El MCS-ENIGH 2008 permite disponer de información confiable a nivel estatal 
sobre los ingresos, las características sociodemográficas y los indicadores de la 
medición de la pobreza multidimensional.43

El MCS-ENIGH 2008 sintetiza la experiencia obtenida mediante distintas reunio-
nes con el personal del INEGI, la realización de dos pruebas piloto, el diseño, 
levantamiento y análisis de la Encuesta Nacional de Umbrales de Pobreza44 y el 
trabajo con distintos especialistas en cada una de las dimensiones. Estos ins-
trumentos permitieron evaluar el funcionamiento de las preguntas incorporadas 
a la ENIGH 2008, a fin de validar que la información captada en el MCS-ENIGH 
2008 fuera confiable y robusta.

Si bien el MCS-ENIGH 2008 ofrece información sobre una amplia gama de temáti-
cas, de acuerdo con el artículo 37 de la LGDS, el CONEVAL debe reportar informa-
ción de pobreza a nivel municipal cada cinco años. Esto tiene como consecuencia 
que los indicadores de carencia deban ser construidos mediante información que 
sea técnica y económicamente viable de incorporar en los operativos censales. 
Debido a lo anterior, la construcción de los indicadores busca permitir la mayor 
comparabilidad posible entre estos operativos y las encuestas a nivel estatal.

Actualización de indicadores y umbrales
Un elemento esencial para la definición de los indicadores y umbrales precisa 
reconocer que algunas de las condiciones y los criterios pueden variar, confor-
me se modifiquen los patrones y dinámicas de la sociedad mexicana y el marco 
normativo que la gobierna. Lo anterior podría implicar cambios en el seguimiento 
y el monitoreo de los niveles de carencia en cada indicador.

A fin de asegurar que las mediciones efectuadas con la presente metodología 
permitan ofrecer cierta continuidad, es indispensable que los criterios metodo-
lógicos que la sustentan permanezcan inalterados por un periodo razonable, de 
forma que se consoliden las mediciones y su aceptación por el público en gene-
ral. Por eso, las posibles modificaciones a los presentes criterios metodológicos 
deberán realizarse con un intervalo no menor de diez años.
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Asimismo, es fundamental que el CONEVAL reporte junto con las estimaciones 
de pobreza una serie de indicadores complementarios asociados al análisis de 
las condiciones de vida de la población en cada una de las dimensiones, los cua-
les permitan profundizar en el análisis de las carencias sociales. En el anexo C 
se presentan algunos indicadores complementarios que el CONEVAL reportará 
de manera sistemática.
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Algunas  
consideraciones finales
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México es el primer país cuyo marco normativo crea las disposiciones legales 
para adoptar una medición de la pobreza que reconoce el carácter multidimen-
sional de esta problemática social. Consecuentemente, la metodología de medi-
ción de la pobreza presentada en este documento ha sido desarrollada a partir 
de las disposiciones contenidas en el marco normativo del Estado mexicano, en 
especial la LGDS. 

La LGDS, al conferir al CONEVAL las atribuciones de evaluar la Política Nacional 
de Desarrollo Social (PNDS) y establecer los lineamientos y criterios para la me-
dición de la pobreza, crea una sinergia fundamental que posiciona a la medición 
de la pobreza como una herramienta esencial para la evaluación integral de la 
PNDS. De esta forma, la LGDS crea mecanismos de seguimiento y rendición de 
cuentas sobre las distintas estrategias del Estado mexicano para promover el 
desarrollo social de su población.

La medición multidimensional de la pobreza adoptada por el CONEVAL la con-
cibe a partir de tres grandes espacios: el bienestar económico, los derechos 
sociales y el contexto territorial. Esto crea un cuerpo conceptual sólido para el 
análisis de la pobreza desde esta nueva perspectiva. Una sociedad que, a través 
de leyes como la LGDS, reconoce la existencia de un vínculo social contractual 
que garantiza el acceso de toda población al desarrollo social y humano que ésta 
es capaz de generar, es un avance indispensable para que derechos sociales y 
bienestar, ambos asociados al principio universal e inalienable de libertad indivi-
dual, comiencen a ser condiciones reales de existencia y no sólo una aspiración 
social. En este sentido, la metodología que se presenta intenta ser un eslabón 
más en este esfuerzo de la sociedad mexicana en su conjunto.

La combinación de los espacios de bienestar, derechos y contexto territorial en 
la medición oficial de la pobreza permite disponer de una poderosa herramienta 
para la evaluación de los objetivos de la PNDS, en los términos que marca la 
LGDS. En primer lugar, el espacio de bienestar, medido a través del ingreso, 
brinda un sólido marco conceptual para el análisis del papel de la política econó-
mica en el nivel de vida de la población, lo cual hace posible estudiar el efecto de 
la generación y distribución del ingreso en los niveles de pobreza. De este modo, 
se pueden evaluar los avances de la sociedad mexicana en la promoción de un 
desarrollo económico con sentido social, que propicie y conserve el empleo, 
eleve el nivel de ingreso y mejore su distribución.

En segundo lugar, el espacio de derechos sociales permite disponer de una he-
rramienta útil para el análisis de los avances y retos que persisten en materia del 
ejercicio de los derechos sociales, en específico aquellos que la LGDS establece 
como constitutivos de la pobreza. La adopción de este enfoque permite evaluar 
los avances de la política social en sus distintas estrategias y programas, tanto 
para el conjunto de la población como entre aquella en situación de pobreza.
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En tercer lugar, la incorporación del espacio de contexto territorial dentro de la 
medición de la pobreza hace posible analizar el efecto de los fenómenos y pro-
blemáticas de las comunidades y localidades en las opciones de vida de toda 
persona, en especial la cohesión social y el disfrute de un medio ambiente sano. 
Esto permite vincular el concepto de pobreza con la creación de mecanismos 
de integración y cooperación social, así como con la búsqueda de un desarrollo 
sustentable y respetuoso del medio ambiente. Asimismo, al disponer por primera 
vez de información a nivel estatal y municipal sobre los niveles y características 
de la pobreza, se podrá dar un seguimiento puntual a las diferencias entre los 
distintos estados y municipios, y en especial a las brechas entre regiones.

Un esquema de medición que considera que hay espacios diferenciados en la 
manifestación y reproducción de la pobreza conduce a reconocer e identificar 
la existencia de grupos de población con necesidades no sólo específicas, sino 
también heterogéneas y de diferente magnitud. Cada uno de los indicadores 
introducidos puede ser calculado para distintos grupos poblacionales; además, 
son comparables en el tiempo y ofrecen un marco técnicamente riguroso, pero 
flexible, para adecuarse a los objetivos específicos de las distintas políticas y 
programas de desarrollo social.

Es importante insistir en el compromiso del Estado mexicano de asegurar el 
pleno ejercicio de los derechos sociales de toda la población. Por esta razón, 
la identificación de las personas que sufren una o más carencias sociales es 
un elemento particularmente relevante de esta metodología de medición mul-
tidimensional de la pobreza. No obstante, para efectos de orientar la política 
pública, es preciso reconocer que las carencias y necesidades son distintas para 
diferentes segmentos de la sociedad; además, algunos individuos, grupos de po-
blación y regiones requieren una atención inmediata, oportuna y eficaz  debido a 
su reducido ingreso y sus carencias sociales.

Es necesario comprender esta metodología como un primer paso en el análisis 
de los rezagos sociales que persisten en la sociedad mexicana, pues los reque-
rimientos y las limitaciones de la información establecen retos considerables que 
se deben retomar a partir de los avances logrados. En ese sentido, aun cuando 
con propósitos de medición de la pobreza sólo se han incorporado los indicado-
res presentes en el artículo 36 de la LGDS, la complejidad de la problemática 
de la pobreza demanda un análisis con mayor profundidad de cada una de las 
dimensiones consideradas (incorporando aspectos como la calidad de los servi-
cios recibidos o el uso efectivo de estos), así como de otros aspectos que inciden 
directamente en el nivel de vida de la población (como el acceso a infraestructu-
ra, el empleo y la discriminación).

Lo anterior apunta hacia la necesidad de avanzar en el desarrollo de un sistema 
nacional de indicadores sociales, no tan sólo para los indicadores de pobreza, 
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sino para la totalidad de los derechos para el desarrollo social. Esto favorece-
rá la elaboración de diagnósticos de mayor profundidad de las problemáticas 
existentes, conocer sus causas y permitir la generación de propuestas para su 
superación.

De esta forma, el CONEVAL debe impulsar la generación de más y mejor infor-
mación sobre los distintos elementos que permitan evaluar la política social, no 
sólo a nivel estatal y municipal, sino incluso a nivel local, a fin de proveer a los 
tomadores de decisiones de recursos para el diseño de políticas públicas basa-
das en resultados. La principal fortaleza de esta perspectiva constituye también 
el desafío central de las futuras políticas de desarrollo social, en la medida en 
que cada vez se genera más información, de distintos órdenes y temáticas, que 
exponen con mayor precisión los resultados obtenidos, y facilitan el acceso a 
la información para los diversos actores sociales y la rendición de cuentas por 
parte de los distintos órdenes de gobierno.
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Anexo A. Medición del espacio de bienestar
La medición en este espacio consta de dos etapas: la construcción de las líneas 
de bienestar y bienestar mínimo, y la conformación del indicador de ingreso.

Construcción de la canasta alimentaria 
para México
En esta sección se describen las generalidades de la metodología empleada 
para la construcción de la canasta alimentaria que sirve de referencia para obte-
ner el valor de la línea de bienestar mínimo. 

Determinación de la ingesta calórica

Insumos para el análisis de consumo

En la construcción de la canasta se utilizaron tres fuentes básicas que permiten 
analizar la ingesta energética y de otros nutrientes de la población en México: los 
aportes nutricionales por cada alimento, los requerimientos y las recomendaciones 
de consumo de nutrientes, y los datos sobre gasto y frecuencia de consumo de 
alimentos de los hogares. 

La primera fuente se refiere a las tablas de aportes nutricionales que contienen in-
formación sobre los aportes de diferentes nutrientes por cada tipo de alimento, así 
como de su porción comestible. Para la construcción de la canasta alimentaria se 
elaboró una tabla de aportes que toma en cuenta las calorías, las proteínas, las vi-
taminas A y C, y los minerales hierro y zinc, a partir de la información proporcionada 
por especialistas del Instituto Nacional de Salud Pública (INSP), en tablas de aportes 
del Instituto Nacional de Ciencias Médicas y Nutrición “Salvador Zubirán” (INNSZ, 
2002), en tablas de la CEPAL (CEPAL, 2007b) y del libro “Tablas de Valor Nutritivo de 
los Alimentos” de Miriam Muñoz de Chávez y José Ángel Ledesma Solano (2002).

La segunda fuente hace referencia a dos fuentes de información distintas. Por un 
lado, a los requerimientos energéticos construidos con base en los principios y la 
aplicación de las nuevas necesidades de energía para México, según el Comité de 
Expertos FAO/OMS 2004, los cuales presentan los requerimientos por rangos de 
edad, sexo y para los niveles rural y urbano. Por otro lado, a los requerimientos 
y las recomendaciones de otros nutrientes, construidos a partir de la información 
contenida en el documento “Recomendaciones de Ingestión de Nutrimentos para 
la Población Mexicana” (Rosado, Casanueva y Bourges, 2005), el cual presenta un 
estudio actualizado sobre las recomendaciones de ingesta de micronutrientes por 
rangos de edad y sexo. 
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La tercera es la fuente de información para el análisis de gasto y frecuencia de 
consumo de alimentos en los hogares mexicanos, la cual se obtuvo de la ENIGH 
2006, realizada por el INEGI.

Análisis de ingesta energética dentro del hogar

A partir de la ENIGH 2006 se obtuvieron los patrones de consumo de alimentos 
de los hogares mexicanos, de acuerdo con el gasto efectuado y la frecuencia de 
compra durante el periodo de referencia de la encuesta.1 Después, la cantidad 
consumida se ponderó por la porción comestible o aprovechable de cada alimen-
to y se convirtieron estas cantidades en consumos de calorías diarias y otros 
nutrientes, según las tablas de aportes nutricionales de los alimentos. 

Para el análisis de consumo se excluyeron algunos productos como la sal, ali-
mento para animales, agua y tabaco, así como los gastos relacionados con la 
preparación de alimentos y las despensas. 

Análisis de ingesta energética fuera del hogar

Debido a la diversidad de alimentos que los miembros del hogar pueden con-
sumir fuera de éste, no existe información que permita identificar su calidad y 
composición; sin embargo, existen diferentes métodos que ayudan a estimar su 
aporte nutricional. Para la construcción de esta canasta alimentaria se decidió 
utilizar un método que hace posible estimar las calorías consumidas fuera del 
hogar de acuerdo con el decil de ingreso al que pertenece cada hogar (CEPAL, 
2007b; Medina, 2000). 

El método empleado se basa en la hipótesis de que el costo de las calorías 
consumidas dentro y fuera del hogar es igual para el primer decil de ingreso de 
la población y en los demás deciles aumenta con respecto al costo por caloría 
del primero. Para esto, se propone un factor de conversión  para cada decil de 
ingreso, definido como el cociente entre el costo por caloría del primer decil y 
el costo por caloría de los deciles subsecuentes. Una vez calculado el factor, 
se obtuvo el total de calorías consumidas fuera del hogar al dividir el gasto en 
estos alimentos entre el factor de conversión, multiplicado por el costo calórico 
dentro del hogar. 

Finalmente, se obtuvieron las calorías totales del hogar, al sumar las calorías 
consumidas dentro y fuera del hogar.

1  Si bien el gasto no es propiamente consumo, es la mejor aproximación que se tiene si se toma en 
cuenta la información disponible. Un levantamiento de consumo sería muy costoso en términos de 
lo que implica verificar la composición de los alimentos, su elaboración, validación de laboratorios, 
entre otros.
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Selección del estrato poblacional de referencia (EPR)

La metodología ubica un estrato poblacional de referencia cuya aproximación de 
consumo coincide con alguna recomendación nutricional. Para ello, las cantida-
des compradas por cada hogar de los diferentes alimentos en un cierto periodo 
(mensual, semanal o diario) se transforman en consumos de nutrientes de acuer-
do con tablas de aportes nutricionales. Se suman estas cantidades consumidas 
de nutrientes y se comparan con las recomendaciones de consumo de cada 
hogar, según su composición etaria y de género, para determinar si se alcanza o 
no el consumo de nutrientes recomendado.

Coeficiente de adecuación energética2

El coeficiente de adecuación energética (CA) es el indicador empleado para la 
identificación y construcción del estrato poblacional de referencia, el cual se uti-
liza para analizar el consumo energético de los hogares. El CA permite construir 
un estrato de referencia con los hogares cuya ingesta nutricional es adecuada 
a su composición demográfica, ya que su consumo está relacionado con los 
requerimientos nutricionales correspondientes a cada hogar. 

Para la construcción del CA, en primer lugar se obtiene el consumo energético 
total de cada hogar y, en segundo, el requerimiento de cada hogar, al sumar las 
calorías requeridas para cada miembro según su edad y sexo. De esta forma, el 
coeficiente de adecuación energética se genera como la razón entre la cantidad 
de energía consumida por el hogar respecto a su requerimiento energético:

El coeficiente de adecuación se interpreta de la siguiente forma:

Debido a que los cálculos del CA arrojaron valores atípicos de adecuación ca-
lórica, se eliminaron aquellos registros con un valor mayor a cuatro, es decir, 

2  Esta metodología se presenta en un documento preparado por la División de Estadística y Proyeccio-
nes Económicas de la CEPAL como insumo para el Taller de Expertos “Revisión de la metodología 
de la CEPAL para la medición de la pobreza en América Latina y el Caribe” realizado los días 18 y 19 
de octubre de 2007 en la ciudad de Santiago de Chile. Su contenido describe un trabajo en marcha 
y sus resultados no son definitivos por lo que no se encuentra disponible al público. Sin embargo, el 
CONEVAL cuenta con la autorización de los autores para su uso.
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aquellos hogares que, aparentemente, consumen más de 400 por ciento de su 
requerimiento energético dada la estructura del hogar. Esto permitió eliminar 262 
hogares, que representan 1.20 por ciento de la muestra.

En segunda, se obtuvieron los percentiles nacional, rural y urbano de ingre-
so corriente per cápita y se calculó el coeficiente de adecuación por quintiles 
móviles de ingreso en los niveles. El criterio para la selección del EPR es que 
los hogares que lo conforman alcancen a cubrir su requerimiento energético 
al costo más eficiente posible, por lo que un CA igual a uno a nivel nacional se 
alcanza en el percentil 45; en el estrato rural en el percentil 32 y en el urbano 
en el percentil 41.

Construcción de las canastas alimentarias rural y urbana

Selección del EPR urbano: percentil 41 a 60
Selección del EPR rural: percentil 32 a 51

Una vez identificados los hogares que constituyen el EPR, se analizó el patrón 
de consumo y la lista de productos y cantidades que consume el estrato de 
acuerdo con los rubros contenidos en la ENIGH 2006. Se construyó una base de 
datos que contiene las claves de alimentos consumidos por el estrato, las canti-
dades, el gasto trimestral, el número de hogares que consumen cada producto y 
el contenido energético y nutricional de cada alimento.
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Se clasificaron los alimentos en 46 rubros y se obtuvo el porcentaje de la 
frecuencia de consumo por rubros y el del gasto en alimentos. Con base en 
lo anterior, se seleccionaron aquellos productos que cumplían los siguientes 
criterios:

• Que el porcentaje de la frecuencia de consumo de alimentos con res-
pecto a su rubro sea mayor de 10 por ciento.

• Que el porcentaje de gasto de cada alimento con respecto al total sea 
mayor de 0.5 por ciento.

Asimismo, se llevó a cabo la adecuación nutricional mediante las recomendacio-
nes de la Norma Oficial Mexicana NOM-043-SSA2-2005.3 La adecuación cons-
ta de dos partes: la primera, incorporar los productos que no cumplen con los 
criterios de frecuencia de consumo y gasto, pero que forman parte de los tres 
grupos de alimentos para una dieta adecuada definida por la norma; la segunda, 
adecuar las cantidades de consumo de algunos productos para lograr los reque-
rimientos y recomendaciones de ingesta. 

La inclusión de alimentos se realizó con base en el patrón de consumo del 
estrato, es decir, se ordenaron los productos por criterios de frecuencia y gas-
to y, al no cumplir con 10 y 0.5 por ciento respectivamente, se incorporaron 
los productos que tenían valores inmediatos a estos y, por ende, que forman 
parte de la estructura de consumo del EPR. De igual modo, para ambos es-
tratos se escaló el consumo diario en gramos y mililitros por persona de otros 
productos, a fin de alcanzar el requerimiento de proteínas, vitaminas A y C, 
hierro y zinc. 

Valoración monetaria de las canastas alimentarias rural y urbana

Para obtener el valor monetario de la canasta alimentaria, se generó una base 
de precios implícitos a partir de la información de la ENIGH 2006. El precio im-
plícito de cada rubro se calculó como la media geométrica de las razones entre 
el gasto y la cantidad por rubro de todos los hogares. Por último, se aplicó el 
deflactor correspondiente a los productos para actualizarlos a precios de agosto 
de 2008. 

Finalmente, se generó el costo de la canasta al multiplicar el precio por el consu-
mo de cada alimento. El costo mensual per cápita de las canastas se obtiene al 
sumar el costo de todas las claves de alimento que la componen y multiplicarlo 
por 30.

3  La información de la norma puede ser consultada en la dirección electrónica: http://www.dof.gob.mx/
documentos/871/SALUD/SALUD.htm.
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Canasta Rural

Grupo Nombre Consumo (grxdía) Precio x  kg/L Costo

1354.3 $1354.3

Maíz
Maíz en grano 70.2 3.5 0.2

Tortilla de maíz 217.9 9.2 2.0

Trigo

Pasta para sopa 7.8 21.3 0.2

Galletas dulces 3.1 33.4 0.1

Pan blanco 11.2 11.2 21.5 0.2

Pan de dulce 18.0 27.7 0.5

Arroz Arroz en grano 14.0 14.6 0.2

Carne de res y ternera

Bistec: aguayón, cuete, paloma, pierna 18.5 61.4 1.1

Cocido o retazo con hueso 14.8 42.5 0.6

Molida 13.6 53.9 0.7

Carne de pollo
Pierna, muslo y pechuga con hueso 27.9 35.4 1.0

Pollo entero o en piezas 32.5 34.0 1.1

Pescados frescos Pescado entero 6.3 29.4 0.2

Leche
De vaca, pasteurizada, entera, light 119.0 11.1 1.3

Leche bronca 37.0 6.0 0.2

Quesos Fresco 5.0 50.7 0.3

Huevos De gallina 29.6 22.2 0.7

Aceites Aceite vegetal 17.6 21.8 0.4

Tubérculos crudos o 
frescos Papa 32.7 9.3 0.3

Verduras y legumbres 
frescas

Cebolla 39.4 14.7 0.6

Chile* 10.5 23.9 0.3

Jitomate 67.1 14.7 1.0

Leguminosas Frijol 63.7 14.8 0.9

Frutas frescas

Limón 22.4 7.7 0.2

Manzana y perón 25.8 15.8 0.4

Naranja 24.8 4.2 0.1

Plátano tabasco 32.5 7.2 0.2

Azúcar y mieles Azúcar 20.0 10.1 0.2

Alimentos preparados 
para consumir en casa Pollo rostizado 3.5 48.4 0.2

Bebidas no alcohólicas
Agua embotellada 241.8 0.9 0.2

Refrescos de cola y de sabores 106.2 8.3 0.9

Otros
Alimentos y bebidas consumidas fuera del hogar 3.3

Otros alimentos preparados 0.7

*Precio promedio chiles jalapeño, poblano, serrano y otros chiles
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Canasta Urbana

Grupo Nombre Consumo 
(grxdía)

Precio x  
kg/L

Costo 
2008

1592.5 $874.63
Maíz Tortilla de maíz 155.4 9.3 1.4

Trigo
Pasta para sopa 5.6 21.4 0.1

Pan blanco 26.0 22.9 0.6
Pan de dulce 34.1 35.0 1.2
Pan para sándwich, hamburguesas 5.6 34.6 0.2

Arroz Arroz en grano 9.2 16.4 0.2

Otros cereales Cereal de maíz, de trigo, de arroz, 
de avena 3.6 42.6 0.2

Carne de res y ternera
Bistec: aguayón, cuete, paloma, pierna 21.1 64.9 1.4

Molida 13.9 56.9 0.8

Carne de cerdo Costilla y chuleta 20.3 52.6 1.1

Carnes procesadas
Chorizo y longaniza 3.1 52.3 0.2

Jamón 4.1 52.0 0.2

Carne de pollo

Pierna, muslo y pechuga con hueso 15.8 36.9 0.6

Pierna, muslo y pechuga sin hueso 4.5 51.1 0.2

Pollo entero o en piezas 17.1 33.3 0.6
Pescados frescos Pescado entero 3.4 38.1 0.1
Leche De vaca, pasteurizada, entera, light 203.8 10.8 2.2
Quesos Fresco 4.8 50.7 0.2
Otros derivados de la leche Yogur 6.7 26.3 0.2
Huevos De gallina 33.4 20.5 0.7
Aceites Aceite vegetal 10.9 21.9 0.2

Tubérculos crudos o frescos Papa 44.6 9.1 0.4

Verduras y legumbres frescas
Cebolla 42.3 14.2 0.6

Chile* 10.2 23.6 0.2
Jitomate 63.0 14.7 0.9

Leguminosas Frijol 50.6 16.6 0.8

Frutas frescas

Limón 26.0 7.0 0.2
Manzana y perón 29.9 18.2 0.5
Naranja 28.6 4.1 0.1
Plátano tabasco 34.7 7.4 0.3

Azúcar y mieles Azúcar 15.1 10.4 0.2
Alimentos preparados para 
consumir en casa Pollo rostizado 8.7 54.8 0.5

Bebidas no alcohólicas
Agua embotellada 411.5 1.1 0.4
Jugos y néctares envasados 56.1 12.7 0.7
Refrescos de cola y de sabores 169.0 7.7 1.3

Otros
Alimentos y bebidas consumidas fuera del hogar 7.9
Otros alimentos preparados 1.5

*Precio promedio chiles jalapeño, poblano, serrano y otros chiles
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Construcción de la canasta básica no  
alimentaria para México, 2006
La construcción de la canasta no alimentaria consta de tres etapas. La primera 
es la selección de un estrato poblacional de referencia para analizar el patrón de 
gasto no alimentario. La segunda es el cálculo de los montos de gasto para cubrir 
las necesidades no alimentarias a partir de los patrones observados de gasto 
en el estrato de referencia. La tercera es la desagregación de los componentes 
del gasto en bienes y servicios no alimentarios y la actualización de sus valores 
monetarios.

Selección del estrato poblacional de referencia

El estrato poblacional de referencia es el mismo que sirvió para la construcción 
de la canasta alimentaria, y asegura que, de acuerdo con el gasto alimentario 
observado, los hogares de esos estratos cubren en promedio sus necesidades 
nutricionales mínimas. Por tanto, el patrón de consumo no alimentario de ese 
estrato puede tomarse como referencia para la integración del consumo no ali-
mentario mínimo.

Determinación del gasto no alimentario

La construcción de la canasta no alimentaria se realizó a partir de la compara-
ción de dos metodologías. La primera consiste en aplicar un factor que expande 
el valor de la canasta alimentaria, conocido como recíproco del coeficiente de 
Engel o coeficiente de Orshansky. La otra metodología es una propuesta de Her-
nández Laos, que parte de preferencias, frecuencia de consumo y participación 
en el gasto, combina información proveniente de la ENIGH y de un levantamiento 
específico.

Coeficiente de Engel

La metodología del coeficiente de Engel consiste en construir un factor que ex-
panda el valor de la canasta alimentaria, de tal forma que el nuevo valor expandi-
do represente los ingresos necesarios para poder satisfacer las necesidades de 
los hogares, además de las alimentarias. Ese factor se construye a partir del recí-
proco del coeficiente de Engel, o bien, de la proporción que representa el gasto en 
los bienes alimentarios (GA) con respecto al gasto total (GT) de todos los bienes 
necesarios para cubrir las necesidades alimentarias y no alimentarias del hogar, 
de acuerdo con la siguiente fórmula, donde PGA es el Coeficiente de Engel:
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Para construir la línea de bienestar que incluyera el valor de la canasta básica no 
alimentaria con el método del coeficiente de Engel, se tomó en cuenta el patrón 
de consumo del mismo EPR utilizado en la construcción de la canasta alimen-
taria, de forma que este estrato fue tratado como un gran hogar representativo 
del patrón de consumo de la población y no de un hogar en específico. En este 
caso, la línea de bienestar (LB) se obtiene al multiplicar el valor de la canasta 
alimentaria (CBA) por el recíproco del coeficiente de Engel (PGA) como sigue:

Determinación de los gastos necesarios mínimos

Una vez definido el gasto total requerido, se determinaron los rubros que de-
bieran ser considerados en el gasto total no alimentario y se compararon con la 
propuesta metodológica de Hernández Laos, y que consiste en considerar los 
siguientes criterios para la inclusión de cada rubro:

1. Que los bienes mostraran una elasticidad ingreso menor a uno, ya que 
estos son clasificados en la teoría económica como bienes necesarios.

2. Que la percepción de necesidad del bien o servicio sea mayor a 50% 
de los hogares. Lo cual fue indagado a partir de un levantamiento de 
percepciones.

3. Que la participación del gasto en el bien con respecto al gasto total en 
el estrato de referencia sea mayor a la media de todos los bienes, la 
cual es de 0.16 por ciento.

4. Que el porcentaje de hogares que consuma el bien o servicio en el 
estrato de referencia sea mayor a 20.

Una vez analizados los gastos del estrato de referencia de acuerdo con estos 
criterios se determinó el monto total de los gastos para cubrir las necesidades 
mínimas.

Desagregación del gasto en bienes y servicios no alimentarios

Una vez obtenidos los valores del inverso del coeficiente de Engel, después de 
aplicar los criterios metodológicos de Hernández Laos (2009), se desagregaron 
los componentes del gasto en bienes y servicios no alimentarios por rubro en el 
estrato poblacional de referencia de cada ámbito.

Ya desagregados estos gastos, se ajustaron con el valor de la canasta alimen-
taria calculado para el año 2006. La idea detrás de este ajuste consiste en con-
siderar que los hogares satisfacen las necesidades alimentarias básicas antes 
que las no alimentarias. El ajuste se realiza de acuerdo con la siguiente fórmula:
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Una vez estimado el gasto para 2006, se actualizó el valor de cada rubro de bie-
nes y servicios a agosto de 2008, mediante el índice de precios correspondiente 
a cada bien o servicio contenido en el Índice Nacional de Precios al Consumidor 
(INPC). 

Indicador de ingreso
El indicador de ingreso parte de los elementos ya descritos en la metodología, y 
los criterios para su construcción son los siguientes:

• Considerar aquellos flujos monetarios y no monetarios que no pon-
gan en riesgo o disminuyan los acervos de los hogares.

• Tomar en cuenta la frecuencia de las transferencias y eliminar aque-
llas que no sean recurrentes.

• No incluir como parte del ingreso la estimación del alquiler o renta 
imputada.

• Considerar las economías de escala y las escalas de equivalencia 
dentro de los hogares.

Canasta Urbana Canasta Rural

Grupo Costo # bienes o 
servicios

Costo # bienes o 
servicios

Transporte público  $  140.09 5 $     85.65 4

Limpieza  y cuidados de la casa $    50.72 15 $     46.10 14

Cuidados personales $  101.30 16 $     64.18 14

Educación, cultura y recreación $  195.65 23 $     73.40 18

Comunicaciones y servicios para vehículos $    92.54 6 $     25.31 5

Vivienda y servicios de conservación $  141.52 4 $     80.39 5

Prendas de vestir, calzado y accesorios $  139.30 90 $     91.08 98

Cristalería, blancos y utensilios domésticos $    14.55 21 $     11.42 20

Cuidados de la salud $  129.51 70 $     87.98 66

Enseres domésticos y mantenimiento de la vivienda $    18.69 11 $     11.14 9

Artículos de esparcimiento $      6.31 6 $      2.21 5

Otros gastos $    16.94 2 $     10.10 3

Canasta Básica Alimentaria $  874.63 --- $   613.80 ---

Total $1,921.74 269 $1,202.80 261
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De esta forma, el ingreso corriente total per cápita de cada hogar, ajustado por 
economías de escala y escalas de equivalencia, cuando el tamaño del hogar es 
mayor a uno, se determina de acuerdo con la siguiente fórmula:

Donde ni es el número de miembros del hogar en cada rango de edad i; di es 
la escala de equivalencia (con economías de escala) que corresponde a cada 
grupo de edad i; sin tomar en cuenta al jefe de familia. Las escalas empleadas 
de acuerdo con la composición demográfica de cada hogar son las siguientes:

Definición del ingreso con la medición multidimensional de la pobreza (MCS-ENIGH)

Remuneraciones por trabajo subordinado
Ingreso por trabajo independiente 
(incluye el autoconsumo)
Ingreso por renta de la propiedad 
Otros ingresos provenientes del trabajo 
Transferencias

Ingreso corriente monetario + Ingreso corriente no monetario

Pago en especie
Transferencias en especie 
(regalos en especie, se excluyen las 
transferencias que se dan por única vez)
No incluye renta imputada

Ingreso Corriente =
Total

Grupo de edad (i) Escala

0 a 5 años 0.70

6 a 12 años 0.74

13 a 18 años 0.71

19 a 65 años 0.99

Escala de Equivalencias, México 2006

Fuente: Santana (2009)
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Anexo B. Construcción de los indicadores 
de carencia y contexto territorial4

Indicador de carencia por rezago educativo
Conforme al Artículo 3° de la CPEUM, la educación obligatoria comprende los 
niveles de educación preescolar, primaria y secundaria. La Ley General de Edu-
cación dispone que la edad mínima para ingresar a la educación básica en el 
nivel preescolar sea de tres años, y de seis años para nivel primaria, cumplidos 
al 31 de diciembre del año de inicio del ciclo escolar. Asimismo, de acuerdo con 
los planes de estudio vigentes para preescolar5, primaria6 y secundaria7, estos ni-
veles se componen de tres, seis y tres años de educación, respectivamente. Por 
tanto, la edad escolar mínima comprende desde los tres hasta los quince años 
de edad. La Ley Federal del Trabajo establece que “[q]ueda prohibida la utiliza-
ción del trabajo de los menores de 14 años y de los 15 que no hayan terminado 
su educación obligatoria […]” (Robles et al., 2008b). 

Con base en lo anterior, se considera que una persona se encuentra en situa-
ción de carencia por rezago educativo si cumple con alguno de los siguientes 
criterios:

• Tiene de tres a quince años de edad, no cuenta con la educación 
básica obligatoria y no asiste a un centro de educación formal.

• Nació antes de 1982 y no cuenta con el nivel de educación obliga-
toria vigente en el momento en que debía haberla cursado (primaria 
completa).

• Nació a partir de 1982 y no cuenta con el nivel de educación obligato-
ria (secundaria completa).

La construcción del indicador se realiza con base en las siguientes variables: 
edad, año de nacimiento, asistencia a la escuela y nivel educativo de los inte-
grantes del hogar, las cuales se definen a continuación:

4  El uso de subíndices está definido del siguiente modo:
i.- Para aquellas variables que se reportan a nivel individual.
ih.- Para aquellas variables que se reportan a nivel hogar, el valor correspondiente al hogar se 
asigna a todos los individuos dentro del mismo.
ihv.- Para aquellas variables que se reportan a nivel vivienda, el valor correspondiente a la vivienda 
se asigna a todos los individuos dentro de la misma. 

5 La información referida puede ser consultada en la dirección electrónica:
http://www.reformapreescolar.sep.gob.mx/ACTUALIZACION/PROGRAMA/Programa2004PDF.PDF  
6 La información referida puede ser consultada en la dirección electrónica:
http://basica.sep.gob.mx/reformaintegral/sitio/pdf/generalizacion_p_estudios.pdf
7 La información referida puede ser consultada en la dirección electrónica:
 http://www.reformasecundaria.sep.gob.mx/doc/programas/2006/planestudios2006.pdf
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Edad. Número de años cumplidos por una persona al momento de la entrevista.

Año de nacimiento.8 Diferencia simple entre el año en el que se realiza la medi-
ción (año_med)  y la edadi del individuo.

Inasistencia a la escuela. Condición de no asistencia de cada persona a una 
institución de enseñanza del Sistema Educativo Nacional (SEN).9

Nivel educativo.10 Máximo nivel de estudios que reporta una persona haber  
cursado. 

A partir de estos atributos, es posible definir el indicador de rezago educativo 
para cada persona de la siguiente forma:

Indicador de carencia por rezago educativo

8  Para el cálculo de esta variable, la fuente de información a utilizar no reporta la fecha de nacimiento, 
por lo cual se hace un cálculo que aproxime el año de nacimiento.

9 Se considera la asistencia a un establecimiento educativo independientemente de que sea una escuela 
pública o privada y de la modalidad de enseñanza en cualquier nivel de educación: preescolar, prima-
ria, secundaria, carrera técnica con secundaria terminada, preparatoria o bachillerato, carrera técnica 
con preparatoria terminada, normal, profesional, maestría o doctorado.

10 Para el caso de educación técnica o normal, se considera que una persona cuenta con secundaria 
completa en las siguientes condiciones: 

− si estudió una carrera técnica o comercial con antecedente de primaria y cursó al menos tres 
grados;
− si estudió la educación normal con antecedente de primaria y cursó al menos tres grados.

Se toma como nivel terminado el inmediato al que tenga como antecedente y al menos tres grados del 
nivel técnico o comercial, o bien, la educación normal.
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El valor uno identifica a la población en situación de carencia por rezago edu-
cativo, mientras que el valor cero a la población que no es carente en este 
indicador.

Indicador de carencia por acceso a los 
servicios de salud
El Artículo 4° de la Constitución establece que toda la población mexicana tiene 
derecho a la protección de la salud. En términos de la Ley General de Salud 
(LGS), este derecho constitucional se refiere al derecho de todos los mexicanos 
a ser incorporados al Sistema de Protección Social en Salud (artículo 77 bis1 de 
la LGS). De esta forma, las familias y personas que no sean derechohabientes 
de las instituciones de seguridad social, o no cuenten con algún otro mecanismo 
de previsión social en salud, deben ser incorporadas al Sistema de Protección 
Social en Salud (artículo 77 bis 3 de la LGS). 

A partir de estos criterios, se considera que una persona se encuentra en situa-
ción de carencia por acceso a los servicios de salud cuando:

• No cuente con adscripción o derecho a recibir servicios médicos de 
alguna institución que los preste, incluyendo el Seguro Popular, las 
instituciones de seguridad social (IMSS, ISSSTE federal o estatal, Pe-
mex, Ejército o Marina) o los servicios médicos privados.

Para el cálculo del indicador, se identifica a las personas que cuentan con acce-
so a través de la siguiente variable:

Servicios de salud. Identifica si una persona se encuentra afiliada o inscrita para 
recibir servicios de salud por parte de una institución pública o privada que ofrez-
ca esos servicios. Se define como:



99

De lo anterior se define el indicador de carencia por acceso a los servicios de 
salud como se muestra a continuación:

Indicador de carencia por acceso a los servicios de salud

El valor uno identifica a la población en situación de carencia por acceso a los 
servicios de salud y en caso contrario el indicador toma el valor cero.

Indicador de carencia por acceso a la 
seguridad social
El acceso a la seguridad social depende de un subconjunto de integrantes de 
cada hogar, específicamente de quienes cotizan o disfrutan de los beneficios 
de haber cotizado durante su vida laboral. Los integrantes que no cumplen con 
esta condición pueden tener acceso mediante las redes de parentesco defini-
das por la Ley del Seguro Social (LSS) u otros mecanismos previstos en ella, 
como, por ejemplo, el acceso voluntario al régimen obligatorio y la inscripción 
a una Afore. 

Existen otros mecanismos de acceso a los beneficios derivados de la seguridad 
social, en especial los programas de pensiones para la población de sesenta 
y cinco años o más. Si bien los beneficios de estos programas no brindan un 
acceso completo a la seguridad social, en cierta medida permiten asegurar los 
medios de subsistencia de la población. 

A partir de estas consideraciones es posible identificar a la población con ca-
rencia por acceso a la seguridad social de acuerdo con los siguientes criterios:

• En el caso de la población económicamente activa, asalariada, se con-
sidera que no tiene carencia en esta dimensión si disfruta por parte de 
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su trabajo de las prestaciones establecidas en el artículo 2° de la LSS 
(o sus equivalentes en las legislaciones aplicables al apartado B del 
Artículo 123 constitucional).

• La población trabajadora no asalariada o independiente, dado el ca-
rácter voluntario de la inscripción al sistema por parte de ciertas cate-
gorías ocupacionales, se considera que tiene acceso a la seguridad 
social cuando dispone de servicios médicos como prestación laboral 
o por contratación voluntaria al régimen obligatorio del IMSS y, ade-
más, dispone de SAR o Afore.

• La población en general se considera que tiene acceso cuando goce 
de alguna jubilación o pensión, o sea familiar de una persona dentro 
o fuera del hogar con acceso a la seguridad social.

• La población en edad de jubilación (sesenta y cinco años o más) se 
considera que tiene acceso a la seguridad social si es beneficiaria de 
algún programa social de pensiones para adultos mayores.

• La población que no cumpla con alguno de los criterios antes mencionados 
se considera en situación de carencia por acceso a la seguridad social.

Con base en lo anterior, la construcción del indicador con el primer criterio iden-
tifica a la población ocupada con acceso a la seguridad social y a las personas 
que reciben una jubilación o pensión.

Población económicamente activa. Es el conjunto de la población de dieciséis 
años o más11 que declaró ser ocupada (es decir, durante el periodo de referencia 
realizó alguna actividad económica) o ser desocupada (personas que buscaron 
trabajo activamente en el período de referencia); además identifica a las perso-
nas que declararon realizar actividades consideradas no económicas (PNEA).12 

Dicho indicador queda definido como:

Tipo de trabajo. Identifica, para la población ocupada, si realiza un trabajo subor-
dinado o independiente.13

11  De acuerdo con la Ley Federal del Trabajo, en su artículo 22: “Queda prohibida la utilización del traba-
jo de los menores de catorce años y de los mayores de esta edad y menores de dieciséis que no hayan 
terminado su educación obligatoria”.

12 En este grupo de población se encuentran las personas que declararon rentar o alquilar alguna propie-
dad, que son pensionados o jubilados,  que se dedican a los quehaceres del hogar, que son estudiantes, 
que son personas con alguna limitación física o mental que les impida trabajar por el resto de su vida.

13 Esta distinción se deberá generar para cada ocupación reportada para la misma persona. En el caso del 
MCS-ENIGH 2008, sólo se reporta la ocupación principal y secundaria de la población que realiza un tra-
bajo, por lo que se determina si el trabajador dispone de seguridad social en cada una de sus ocupaciones.
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Se define la variable tipo_trabi como:

Se determina si la población ocupada dispone de las siguientes prestaciones 
básicas: servicios médicos, incapacidad con goce de suelo y Afore.14

Servicios médicos. Se refiere al hecho de que una persona se encuentre afiliada 
a una institución que le proporciona servicios de salud como prestación laboral. 

Incapacidad con goce de sueldo. Prestación por la cual un trabajador o trabaja-
dora puede ausentarse de su trabajo sin sufrir penalización alguna por ello en 
caso de enfermedad,  accidente o maternidad.

Afore. Prestación laboral que tiene por objeto administrar los recursos para el 
retiro del trabajador. 

Para aquellas personas que declaran contar con servicios médicos y Afore por 
contratación voluntaria, se construyen los siguientes indicadores:
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Servicios médicos voluntarios. Se refiere al hecho de que una persona se en-
cuentre afiliada a una institución que le proporciona servicios de salud por con-
tratación voluntaria. 

Afore voluntaria. Contratación voluntaria de un sistema de jubilación o pensión. 

A continuación, se determina el otro grupo de población que tiene acceso directo 
a la seguridad social, es decir, los jubilados o pensionados. 

Jubilados y pensionados.15 Personas que declaran ser jubiladas o pensionadas 
al momento de la entrevista.

Con base en los atributos anteriores, se determina el acceso directo a la segu-
ridad social como:  

15  Se considera personas jubiladas o incapacitadas permanentemente a aquellas que reciben un ingreso 
regular en efectivo derivado de jubilaciones y/o pensiones de seguridad social, por antigüedad, edad, 
enfermedad o accidentes de trabajo. En el caso de la asignación de la seguridad social de los hijos e hijas 
hacia sus ascendientes es necesario distinguir el origen de la jubilación o pensión, pues existen distintos 
mecanismos para disponer de una pensión, de los cuales no todos son transmisibles a la ascendencia. 
De no disponer de información sobre el origen de la pensión, se considera que sólo la población de 
veintiséis o más años puede brindar seguridad social a sus ascendientes (pues a partir de esta edad no 
pueden disponer de una pensión por sus ascendientes).
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Por otro lado, se especifica quiénes son los integrantes del hogar que, por su 
condición de parentesco, podrían tener acceso por otros miembros: 

Posteriormente, se indica quiénes son los integrantes del hogar que podrían otor-
gar el acceso a otros de sus miembros; para ello, se generan variables auxiliares 
que identifican si ciertos miembros del hogar cuentan o no con acceso directo:16

En el tercer criterio se identifica a aquellos integrantes del hogar que cuentan con 
servicios médicos mediante otros núcleos familiares dentro o fuera del hogar, o 
bien, por contratación propia.

El último criterio comprende a las personas que declaran percibir ingresos por el 
Programa de Adultos Mayores, que se determina como:

16 Estas variables se aplican a todos los integrantes del hogar.



104

Con base en los atributos anteriores se determina el Indicador de carencia por 
acceso a la seguridad social.17

Este indicador toma el valor uno si la persona está en situación de carencia por 
acceso a la seguridad social, y cero en caso contrario.

Indicador de carencia por calidad y  
espacios de la vivienda
Aun cuando el Artículo 4° de la Constitución y la Ley de Vivienda establecen el 
derecho a una vivienda digna, estos ordenamientos no especifican las caracte-
rísticas de la vivienda asociadas a este concepto. 

Los criterios señalados por la CONAVI para el indicador de calidad y espacios de 
la vivienda presentan dos subdimensiones: el material de construcción y los es-
pacios. La primera se compone de los indicadores de material utilizado en pisos, 
techos y muros, mientras que en la segunda se utiliza el grado de hacinamiento. 
La unidad de estudio es la vivienda, por lo cual se asigna el valor del indicador 
para todos los individuos que habitan en ella.

17 Para la construcción de este indicador se usará la variable inasistencia escolar (inas_esc) que se utilizó 
en el indicador de rezago educativo.
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De acuerdo con los criterios propuestos, se considera como población en si-
tuación de carencia por calidad y espacios de la vivienda a las personas que 
residan en viviendas que presenten, al menos, una de las siguientes caracte-
rísticas:

• El material de los pisos de la vivienda es de tierra.
• El material del techo de la vivienda es de lámina de cartón o  

desechos.
• El material de los muros de la vivienda es de embarro o bajareque; 

de carrizo, bambú o palma; de lámina de cartón, metálica o asbesto; 
o material de desecho.

• La razón de personas por cuarto (hacinamiento) es mayor de 2.5.

Material de pisos. Material de construcción predominante en los pisos de la vi-
vienda, el cual se clasifica conforme a la siguiente escala:

Material de techos. Material de construcción predominante en los techos de la 
vivienda:

Material de muros. Material de construcción predominante en las paredes de la 
vivienda:
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Índice de hacinamiento. Densidad de ocupación de los espacios de la vivienda. 
Es el resultado de dividir el número de personas que residen cotidianamente en 
la vivienda entre el número de cuartos de ésta. 

donde:

A partir de lo anterior, se determinan los subindicadores que conforman el indica-
dor de la calidad y los espacios en la vivienda, como se muestra a continuación:

Indicador de carencia del material de piso de la vivienda

Indicador de carencia del material de techos de la vivienda

Indicador de carencia del material de muros de la vivienda
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Indicador de carencia por índice de hacinamiento de la vivienda

Conforme a estas consideraciones, se identifica a las personas dentro de los 
hogares que carecen de calidad en el material de construcción y en los espacios 
de la vivienda.

Indicador de carencia de la calidad y espacios de la vivienda

El indicador  toma el valor uno si la persona se encuentra en situación de caren-
cia por calidad y espacios de la vivienda, y cero en el caso contrario.

Indicador de carencia por acceso a los 
servicios básicos en la vivienda
De manera análoga al indicador anterior, se solicitó la opinión de la CONAVI 
sobre los servicios básicos indispensables de toda vivienda. Al respecto, la pro-
puesta de la CONAVI identificó cuatro subdimensiones: acceso al agua potable, 
disponibilidad de servicio de drenaje, servicio de electricidad y combustible para 
cocinar en la vivienda. 

De acuerdo con los criterios propuestos por la CONAVI, se considera como po-
blación en situación de carencia por servicios básicos en la vivienda a las per-
sonas que residan en viviendas que presenten, al menos, una de las siguientes 
características:

• El agua se obtiene de un pozo, río, lago, arroyo, pipa; o bien, el agua 
entubada la obtienen por acarreo de otra vivienda, o de la llave públi-
ca o hidrante.

• No cuentan con servicio de drenaje, o el desagüe tiene conexión a 
una tubería que va a dar a un río, lago, mar, barranca o grieta.

• No disponen de energía eléctrica.
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• El combustible que se usa para cocinar o calentar los alimentos es 
leña o carbón sin chimenea.18

Acceso al agua. Servicio de agua que se tiene en la vivienda proveniente de 
distintas fuentes.

Servicio de drenaje. Disposición de una tubería mediante la cual se eliminan de 
la vivienda las aguas negras y jabonosas (grises o sucias), independientemente 
de donde desagüen.

Servicio de electricidad. Disposición de electricidad dentro de la vivienda.

Servicio de combustible para cocinar.19 Combustible que más se utiliza en la vi-
vienda para preparar o calentar alimentos; se incluyen las siguientes categorías:

18 La información necesaria para evaluar la instalación que se usa para cocinar no ha sido incorporada 
dentro de las fuentes de información a utilizar para la medición de 2008 (ver la sección “Fuentes de 
información”). Por ello, no será considerado en la medición de pobreza multidimensional de 2008, sino 
a partir de la de 2010.

19 Actualmente, existen tecnologías de uso de leña o carbón que representan una opción segura, efi-
ciente y a bajo costo para las localidades rurales, siempre y cuando sean respetuosas del ambiente; 
sin embargo, las fuentes de información disponibles no permiten distinguir si los hogares poseen estas 
tecnologías o no. A partir de 2010 se contará con la información necesaria para calcular el indicador.
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Con base en cada una de las variables y umbrales indicados por la CONAVI, 
se construyen los indicadores de acceso a los servicios básicos en la vivienda, 
como:

Indicador de carencia de acceso al agua en la vivienda

Indicador de carencia de servicio de drenaje en la vivienda

Indicador de carencia de servicios de electricidad en la vivienda

Indicador de carencia de servicio de combustible para cocinar en la vivienda

A partir de lo anterior, se dice que una vivienda no presenta carencia si satisface 
el acceso a todos los servicios básicos antes mencionados, por lo que el indica-
dor de carencia queda determinado como:

Indicador de carencia de acceso a servicios básicos de la vivienda
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En este indicador, el valor uno representa carencia por el acceso a servicios 
básicos en la vivienda, y cero en caso contrario.

Indicador de carencia por acceso a la 
alimentación 

A diferencia de los otros indicadores, la CPEUM no ha incorporado el derecho 
a la alimentación como parte de las garantías individuales, a excepción de lo 
dispuesto en su Artículo 4°, en el cual se establece el derecho de las niñas y los 
niños a la satisfacción de sus necesidades de alimentación. Sin embargo, reto-
mando los compromisos adquiridos por el Estado mexicano al firmar tratados 
internacionales, como el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales o la Declaración de Roma de 1996 sobre la Seguridad Alimentaria 
Mundial, se agrega a esta dimensión el componente de la escala de seguridad 
alimentaria asociado a las experiencias de hambre.

Por lo tanto, para este indicador nuevamente se utiliza como unidad de estudio el 
hogar y se asigna el valor correspondiente a todos sus integrantes. A continua-
ción se definen las siguientes variables:

Inseguridad alimentaria. Se determina a partir de una distinción entre los hoga-
res con población menor a dieciocho años y los hogares sin población menor de 
dieciocho años. Para el total de hogares donde no habitan menores de dieciocho 
años de edad se identifican aquellos en los que algún adulto, por falta de dinero o 
recursos, al menos: no tuvo una alimentación variada; dejó de desayunar, comer 
o cenar; comió menos de lo que debería comer; se quedaron sin comida; sintió 
hambre pero no comió; o hizo sólo una comida o dejó de comer durante todo el 
día. En el caso del total de hogares donde habitan menores de dieciocho años 
de edad se identifican aquellos en los que por falta de dinero o recursos, tanto 
las personas mayores como las menores de dieciocho años: no tuvieron una 
alimentación variada; comieron menos de lo necesario; se les disminuyeron las 
cantidades servidas en la comida; sintieron hambre pero no comieron; o hicieron 
una comida o dejaron de comer durante todo el día.

Primero se  identifican aquellos hogares con integrantes menores de dieciocho años:

En seguida, se identifican aquellos hogares que respondieron afirmativamente 
las preguntas de la escala de seguridad alimentaria:
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En particular, en aquellos hogares que cuentan con menores de edad se consi-
deran, además, las siguientes preguntas:
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A partir de los atributos anteriores, se genera una nueva variable que se asigna 
a todos los integrantes del hogar, la cual reporta el número de respuestas afir-
mativas; en el caso de que el hogar esté constituido únicamente por adultos, se 
tiene la siguiente suma:

Al igual que el caso anterior, para los hogares con menores de dieciocho años 
esta suma se define como:

Con base en las sumas anteriores, se define el grado de inseguridad alimentaria:

• Severo: los hogares sólo con adultos que contestan afirmativamente 
de cinco a seis preguntas; los hogares con menores de edad que 
responden de ocho a doce preguntas de la escala.
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• Moderado: los hogares sólo con adultos que responden afirmativa-
mente de tres a cuatro preguntas de la escala. Para los hogares con 
menores de dieciocho años, se consideran aquellos que contestan 
afirmativamente de cuatro a siete preguntas de la escala.

• Leve: los hogares conformados sólo por mayores de dieciocho años 
que contestan afirmativamente de una a dos preguntas de la escala. 
En el caso de los hogares con menores de edad, se consideran a 
aquellos que contestan afirmativamente de una a tres preguntas de 
la escala.

• Seguridad alimentaria: los hogares constituidos sólo por adultos y los 
hogares con menores de edad que no responden de manera afirmati-
va a ninguna de las preguntas de la escala.

La variable que identifica el grado de inseguridad alimentaria se determina como:

Dado lo anterior, se dice que las personas presentan carencia en el acceso a la 
alimentación si los hogares en los que residen tienen un grado de inseguridad 
alimentaria moderado o severo.

Indicador de carencia por acceso a la alimentación

El indicador toma el valor uno si el hogar presenta la carencia y cero en el caso 
contrario.

Indicadores asociados al contexto 
territorial y social
Polarización social. Se define a nivel municipal y estatal, para lo cual se utiliza 
la información del índice de marginación calculado por el Consejo Nacional de 
Población (CONAPO), correspondiente al último Censo o Conteo de población, 
según sea el caso. 
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El indicador a nivel municipal se calcula a partir de la población en las localida-
des que componen el municipio de la siguiente forma: se desagrega la población 
de acuerdo con los grados de marginación: muy bajo, bajo, medio, alto o muy 
alto. Una vez hecho esto, se procede a sumar la población total en localidades 
del mismo municipio, según el grado de marginación. Con base en lo anterior, se 
obtienen los porcentajes de población según el grado de marginación para cada 
municipio. Una vez que se cuente con los porcentajes, se toma como referencia 
el siguiente cuadro para la clasificación de los municipios:

El proceso para clasificar las entidades es el mismo que para los municipios, 
sólo que se utiliza información del índice de marginación a nivel municipal, es 
decir, se desagrega la población de los municipios con respecto a los grados de 
marginación. Después se suma la población total en municipios de un mismo 
estado según el grado de marginación y se obtienen los porcentajes para cada 
estado. Finalmente se utilizan los criterios explicados a continuación para reali-
zar la clasificación:

Tipo de municipio Criterio de inclusión

Polarizados Menos de 20% de la población en localidades con 
grado de marginación “Medio” y cada extremo ("Alto" 
y "Muy alto" y "Bajo" y "Muy bajo") con más de 30%

No polarizados  

Polo izquierdo Más de 70% de la población en localidades con grado 
de marginación "Alto" y " Muy alto"

Polo derecho Más de 70% de la población en localidades con grado 
de marginación "Bajo" y " Muy bajo"

Sin polo Se excluye a los municipios polarizados, no polar-
izados con polo izquierdo y no polarizados con polo 
derecho

Tipo de entidad Criterio de inclusión

Polarizados Menos de 20% de la población en municipios con 
grado de marginación “Medio” y cada extremo ("Alto" y 
"Muy alto" y "Bajo" y "Muy bajo") con más de 30%

No polarizados  

Polo izquierdo Más de 70% de la población en municipios con grado 
de marginación "Alto" y " Muy alto"

Polo derecho Más de 70% de la población en municipios con grado 
de marginación "Bajo" y " Muy bajo"

Sin polo Se excluye a las entidades polarizadas, no polarizadas 
con polo izquierdo y no polarizadas con polo derecho



115

Índice de Gini. Se calcula a nivel municipal y estatal20, y se agrupa a las unidades 
políticas mediante procesos de estratificación óptima.

Índice de percepción de redes sociales. Se define como el grado de percepción 
que las personas de doce años o más tienen acerca de la dificultad o facilidad de 
contar con apoyo de redes sociales en distintas situaciones hipotéticas: ayuda 
para ser cuidado en una enfermedad, obtener la cantidad de dinero que se gana 
en un mes en su hogar, ayuda para conseguir trabajo, ayuda para que lo acompa-
ñen al doctor, obtener cooperación para realizar mejoras en la colonia o localidad 
y, según sea el caso, ayuda para cuidar a los niños y niñas del hogar.

Los indicadores de percepción se determinan como se muestra a continuación:

Indicadores de percepción de facilidad

20 Para mayores referencias para el cálculo del coeficiente Gini, consultar Atkinson y Bourguignon (2000).
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Con base en los indicadores anteriores, se define el número de situaciones en 
las que se percibe facilidad de contar con apoyo de redes sociales, como:

Indicadores de percepción de dificultad
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De lo anterior, se define el número de situaciones en las que se percibe dificultad 
de contar con redes, como:

Indicadores de percepción neutra
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De lo anterior, se define el número de situaciones en las que no se percibe facili-
dad ni dificultad de contar con el apoyo de redes, como:

Con base en lo anterior, se define el grado percibido de apoyo de redes sociales 
para cada persona, como:

Finalmente, para cada entidad federativa k del país, el índice se define como: 

Razón de ingreso. Se determina como el cociente del ingreso corriente total per 
cápita de la población en situación de pobreza multidimensional extrema respec-
to al ingreso corriente total per cápita de la población no pobre multidimensional 
y no vulnerable.
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Anexo C. Indicadores complementarios
Como se mencionó, en el proceso de definición de la nueva metodología de 
medición multidimensional de la pobreza se contó con la colaboración de espe-
cialistas en las distintas temáticas abordadas. De las reuniones sostenidas con 
estos expertos se obtuvieron recomendaciones sobre indicadores que podían 
ser incorporados a la medición multidimensional de la pobreza, muchos de los 
cuales no forman parte de la medición debido a las restricciones de las fuentes 
de información a nivel municipal. No obstante, la mayoría de estos indicadores 
pueden ser captados a nivel nacional y estatal.

En este anexo, el CONEVAL propone un conjunto de indicadores complemen-
tarios a los utilizados en la Metodología de Medición Multidimensional de la 
Pobreza, los cuales tienen como objetivo brindar un panorama más amplio de la 
situación de la pobreza en México. Sin embargo, estos indicadores representan 
tan sólo una primera etapa para el alcance de este objetivo, pues es necesa-
rio continuar la investigación y perfeccionamiento de los mismos, a fin de que 
respondan cabalmente a las necesidades del público general y especializado. 
En la medida en que se disponga de la información, el CONEVAL reportará de 
manera sistemática estos indicadores complementarios a la par de las estima-
ciones de pobreza.

Educación

Si bien el indicador de rezago educativo utilizado en la metodología aporta in-
formación valiosa acerca del nivel de escolaridad de la población, además de 
representar uno de los indicadores que marca la Ley General de Desarrollo So-
cial (LGDS) como indispensables para medir la pobreza, éste no permite obser-
var cuál es el comportamiento de esta condición dentro de diferentes grupos de 
edad, la influencia que tiene en otros integrantes del mismo hogar o los resul-
tados educativos alcanzados. Con el propósito de contar con información más 
amplia sobre el nivel de escolaridad de la población, se consideran indicadores 
complementarios de educación de acuerdo con el grupo etario, la educación de 
la jefatura y el cónyuge del hogar, así como el nivel de analfabetismo y los resul-
tados educativos. Los indicadores complementarios asociados a la dimensión de 
educación son los siguientes:

Analfabetismo. Porcentaje de personas de quince años o más que no saben leer 
ni escribir un recado. 

Educación obligatoria de acuerdo con grupos de edad. Porcentaje de la po-
blación de dieciséis años de edad o más que no dispone de la educación 
básica obligatoria, según grupos de edad (de dieciséis a diecinueve años, 
de veinte a veintinueve años, de treinta a treinta y nueve años, de cuarenta a 
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cuarenta y nueve años, de cincuenta a cincuenta y nueve años y de sesenta 
años o más).

Educación básica obligatoria de la jefatura del hogar y su cónyuge. Porcentaje 
de hogares en los cuales el (la) jefe(a) y/o su cónyuge no cuentan con la educa-
ción básica obligatoria.

Asistencia a la escuela de acuerdo con grupos de edad. Porcentaje de la pobla-
ción de tres a quince años de edad que no asiste a la escuela, según grupos de 
edad (de tres a cinco años, de seis a once años y de doce a quince años de edad). 

Resultados educativos. Se analiza a través de los resultados obtenidos en tres dis-
tintas evaluaciones nacionales e internacionales: Exámenes de la Calidad y el Lo-
gro Educativo (Excale), Programme for International Student Assessment (PISA) y 
Evaluación Nacional del Logro Académico en Centros Escolares (Enlace). 

 Resultados Excale. Porcentaje de estudiantes que obtienen el nivel 
de logro educativo “Por debajo del básico” en los dominios de espa-
ñol y matemáticas evaluados por Excale en educación preescolar, 
primaria y secundaria.21

 Resultados PISA. Porcentaje de estudiantes de quince años de edad 
con bajo rendimiento en el desempeño de las competencias de lectu-
ra, matemáticas y ciencias evaluadas por PISA.

 Resultados Enlace. Porcentaje de estudiantes que obtienen los nive-
les de logro “Insuficiente” y “Elemental” en español y matemáticas en 
educación primaria y secundaria.22

Cobertura educativa. Porcentaje de alumnos atendidos en un nivel educativo, 
con respecto a la población que representa para cursar dicho nivel. Este indica-
dor se reporta para la educación media superior y superior.

Rezago educativo promedio del hogar. Promedio de la razón del total de perso-
nas con carencia por rezago educativo en un hogar, respecto al total de integran-
tes del mismo.23

Salud

En relación con esta dimensión, el indicador de carencia por acceso a la salud 

21 Los indicadores de resultados Excale y resultados PISA  han sido retomados de Robles et al. (2008b).
22 Este indicador ha sido retomado de http://enlace.sep.gob.mx .
23 Este indicador se calculará para el total de los hogares en los distintos ámbitos de interés (nacional, 

estatal, etc.).
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permite captar si el derecho a la protección de la salud, consagrado en el Artículo 
4° de la CPEUM, se cumple o no para cada uno de los individuos que conforman 
la población mexicana. No obstante, aunque el indicador mide el acceso a la 
salud, no logra aportar información acerca de qué tan oportuna o efectiva es 
esta accesibilidad. Para una mejor aproximación al acceso a la salud y con el 
objetivo de recuperar información valiosa para el diseño de políticas y estrategias 
tendentes a mejorar los mecanismos de acceso a la salud, se presentarán dos in-
dicadores sobre la oportunidad y efectividad del acceso a los servicios de salud, 
así como uno acerca de la cultura de prevención de enfermedades y otros más 
sobre condiciones específicas relacionadas con esta dimensión. Los indicadores 
complementarios asociados a la dimensión de salud son los siguientes:

Acceso oportuno a la atención médica. Porcentaje de hogares cuyos integrantes 
tardarían (o les tomaría) más de dos horas llegar a un hospital en caso de una 
emergencia de salud.

Acceso efectivo a los servicios de salud. Porcentaje de la población que en los 
últimos doce meses sufrió algún dolor, malestar, enfermedad o accidentes que le 
haya impedido realizar sus actividades cotidianas y no recibió atención médica.

Utilización de servicios preventivos. Para la construcción de este indicador se 
consideran tres variables: el control de peso y talla, la detección de diabetes y 
la detección de hipertensión arterial. La primera es medida para toda la pobla-
ción mientras que las dos restantes se toman únicamente para la población de 
treinta años o más, debido a su condición de grupo de riesgo de padecer estas 
enfermedades.

 Control de peso y talla. Porcentaje de la población que en los últimos 
doce meses no ha sido pesada o medida por un médico o enfermera.

 Detección de diabetes. Porcentaje de la población de treinta años de 
edad o más a la cual en los últimos doce meses no se le ha tomado 
una muestra de sangre mediante punción de alguno de sus dedos 
para detectar diabetes.

 Detección de hipertensión arterial. Porcentaje de la población de 
treinta años de edad o más a la cual en los últimos doce meses no se 
le ha medido la presión arterial.

Prevalencia de sobrepeso en mujeres de veinte a cuarenta y nueve años de 
edad. Porcentaje de mujeres entre veinte y cuarenta y nueve años de edad con 
un Índice de Masa Corporal (IMC) igual o superior a 25.24

24 El IMC se define como el peso en kilogramos dividido por el cuadrado de la talla en metros (kg/m2). El 
IMC constituye un indicador de relación entre el peso y la talla de las personas adultas.
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Prevalencia de obesidad en mujeres de veinte a cuarenta y nueve años de edad. 
Porcentaje de mujeres entre veinte y cuarenta y nueve años de edad con un 
Índice de Masa Corporal (IMC) que es igual o superior a 30.

Mortalidad infantil. Mortalidad de menores de cinco años de edad (defunciones 
por cada mil nacimientos).25

Mortalidad materna. Razón de mortalidad materna (defunciones por cada cien 
mil nacimientos). 

Atención especializada del parto. Proporción de partos atendidos por personal 
de salud especializado.

Esperanza de vida (años). Número promedio de años que se espera que viva 
una persona después de nacer.

Seguridad social

Aunque se ha construido un indicador que determina el acceso (o la falta de éste) 
que cada individuo tiene a la seguridad social, también se presenta información 
relacionada con esta dimensión que es específica para ciertos grupos de pobla-
ción, ya sea por edad, condición de ocupación, o el tiempo de cotización a algún 
sistema de seguridad social. Con estos indicadores, la información acerca del 
cumplimiento del derecho a la seguridad social se complementa con una más 
detallada acerca de su distribución. Los indicadores complementarios asociados 
a la dimensión de seguridad social son los siguientes:

Cobertura del sistema de seguridad social. Porcentaje de la población económi-
camente activa de dieciséis años de edad o más que nunca ha cotizado a alguna 
institución de seguridad social. 

Acceso al sistema de pensiones. Porcentaje de la población de sesenta y cinco 
años de edad o más que no percibe una jubilación o pensión, no es cónyuge de una 
persona jubilada o pensionada ni recibe el apoyo del Programa de Adultos Mayores.

Acceso voluntario a la seguridad social. Porcentaje de la población ocupada no 
asalariada que no cuenta con servicios médicos ni Afore contratados voluntaria-
mente o por prestación laboral. 
 
Acceso al régimen obligatorio de seguridad social. Porcentaje de la población 
ocupada y asalariada que no cuenta con servicios médicos, incapacidad con 
goce de sueldo ni Afore como prestación laboral.
25 Los indicadores de mortalidad infantil, mortalidad materna y atención especializada del parto han sido 

retomados de la Presidencia de la República y ONU (2006)..
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Prestaciones de la seguridad social. Porcentaje de la población ocupada y asala-
riada que declara disponer de las prestaciones de seguridad social establecidas 
en la CPEUM:

 Incapacidad en caso de enfermedad, accidente o maternidad. Por-
centaje de población ocupada y asalariada que declara recibir como 
prestación laboral incapacidad en caso de enfermedad, accidente o 
maternidad.

 Guarderías y estancias infantiles. Porcentaje de población ocupada 
y asalariada que declara recibir como prestación laboral guarderías y 
estancias infantiles.

 SAR o Afore. Porcentaje de población ocupada y asalariada que de-
clara recibir como prestación laboral SAR o Afore.

 Seguro de vida. Porcentaje de población ocupada y asalariada que 
declara recibir como prestación laboral seguro de vida.

 Pensión en caso de invalidez. Porcentaje de población ocupada y 
asalariada que declara recibir como prestación laboral pensión en 
caso de invalidez.

 Pensión para sus familiares en caso de fallecimiento. Porcentaje de 
población ocupada y asalariada que declara recibir como prestación 
laboral pensión para sus familiares en caso de fallecimiento.

Población de sesenta y cinco años de edad o más que nunca ha cotizado al 
sistema de seguridad social. Porcentaje de la población de sesenta y cinco años 
de edad o más que nunca ha cotizado al sistema de seguridad social.

Vivienda

Dadas sus características, la vivienda posee la condición de servir como res-
guardo ante condiciones climáticas, así como de representar un lugar adecua-
do para la satisfacción de necesidades fisiológicas. Además, en caso de ser 
propia, brinda certidumbre jurídica y fortalece el patrimonio de los hogares. 
Estos atributos le brindan un carácter multidimensional que no puede ser cap-
tado en su totalidad por los indicadores que han sido mostrados hasta ahora. 
Por eso, se presentan una serie de indicadores que buscan complementar la 
información que se posee en relación con las características de las viviendas 
de los mexicanos y que son fundamentales para entender las necesidades de 
vivienda existentes. 
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Disposición de cuarto exclusivo para cocinar. Porcentaje de hogares en vivien-
das donde no existe un cuarto de cocina o en las que sí existe, pero éste se usa 
también como dormitorio.

Tenencia de la vivienda. Porcentaje de hogares en viviendas rentadas, prestadas 
o que no disponen de escrituras. 

Disposición de electrodomésticos en el hogar. Porcentaje de hogares que no 
cuentan con televisión, refrigerador, lavadora ni estufa de gas o eléctrica.

Disposición inadecuada de la basura. Porcentaje de los hogares que queman, 
entierran o tiran la basura en un terreno baldío, calle, río, lago, mar o barranca.
 
Frecuencia del abastecimiento de agua. Porcentaje de hogares en viviendas 
donde no se dispone de agua de la red pública o ésta no llega al menos un día 
a la semana.

Disposición de sanitario en la vivienda. Porcentaje de hogares en viviendas sin 
escusado,26 o que cuentan con escusado, pero al que no se le puede echar agua. 

Acceso a servicios de comunicación. Porcentaje de hogares que no disponen de 
alguno de los siguientes servicios de comunicación: línea telefónica fija, telefonía 
móvil o celular, televisión de paga o Internet. 

Alimentación

En cuanto a la dimensión asociada a la alimentación, la presente metodología 
incorpora el indicador de inseguridad alimentaria para establecer si los hogares 
cuentan o no con acceso a la alimentación. Sin embargo, una forma distinta 
para aproximarse al grado en que los hogares satisfacen esta necesidad es de-
terminar si el monto que destinan al gasto en alimentos es superior o inferior al 
costo de la canasta básica alimentaria. El indicador complementario asociado a 
la dimensión de alimentación se construye de la siguiente manera: 

Gasto en alimentación. Porcentaje de hogares con un gasto en alimentación, 
ajustado por economías de escala y escalas de adulto equivalente, inferior al 
costo de la canasta básica alimentaria.

Prevalencia de baja talla en menores de cinco años de edad.27 Porcentaje de la 
población de cero a cuatro años de edad con desnutrición crónica.

26 En la base de datos y en el catálogo del MCS-ENIGH 2008 se identifica la variable como excusado.
27 Los indicadores de prevalencia de baja talla, bajo peso y emaciación en menores de cinco años se 

retoman de la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición (Shamah, Villalpando y Rivera, 2007).
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Prevalencia de emaciación en menores de cinco años de edad. Porcentaje de la 
población de cero a cuatro años de edad con desnutrición aguda.

Prevalencia de bajo peso en menores de cinco años de edad. Porcentaje de la 
población de cero a cuatro años de edad con baja talla para la edad y desnutri-
ción aguda. 

Otros indicadores complementarios

Además de los indicadores asociados a los contenidos en el artículo 36 de la 
LGDS, existen otros aspectos de las condiciones de vida que permiten profun-
dizar en distintas problemáticas sociales como la discriminación, la desigualdad 
en el ingreso o el medio ambiente, entre otros. Los indicadores complementarios 
asociados a otras dimensiones del desarrollo social son los siguientes:  

Razón entre el ingreso total del décimo y el primer decil.28 Cociente del ingreso 
total que concentra la población del décimo decil respecto del ingreso que con-
centra la población del primer decil.

Mujeres en la Cámara de Diputados. Proporción de mujeres que ocupan un es-
caño en la Cámara de Diputados. 

Mujeres en la Cámara de Senadores. Proporción de mujeres que ocupan un 
escaño en la Cámara de Senadores.

Discriminación en contra de mujeres, homosexuales, indígenas, discapacitados, 
minorías religiosas y adultos mayores. Porcentaje de personas que pertenecen a 
alguno de estos grupos y dijeron haber sufrido un acto de discriminación.

Superficie nacional cubierta por bosques y selvas. Porcentaje de la superficie 
territorial cubierta por bosques y selva.

28 Para la construcción de este indicador se utiliza el ingreso corriente total per cápita. Véase el anexo A.
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Anexo D. Construcción de las medidas 
de intensidad
De acuerdo con lo establecido en la sección “El índice de privación social”, en 
este apartado se detalla la metodología utilizada para construir las medidas de 
intensidad de la pobreza multidimensional que sean sensibles a los cambios en 
las condiciones de vida de la población en situación de pobreza multidimensio-
nal. Las medidas propuestas se denominan Intensidad de la pobreza multidi-
mensional, Intensidad de la pobreza multidimensional extrema e Intensidad de 
la población con al menos una carencia, las cuales son una adaptación de la 
metodología de Alkire y Foster (2007). En principio, se determina la forma en que 
se construye la medida Intensidad de la pobreza multidimensional, y luego, al 
final del anexo, se delimita el modo en la que se obtienen las otras dos medidas 
señaladas.

La medida Intensidad de la pobreza multidimensional se construye fundamen-
talmente en dos pasos: el primero retoma la identificación de la población en 
pobreza multidimensional y el segundo está relacionado con la agregación de 
las carencias de esta población. Para ello, se consideran los indicadores de 
carencia Ci,k, que, de acuerdo con la definición de pobreza adoptada, toman el 
valor de uno cuando la persona i (i= 1, 2,…, N) tiene limitaciones en el ejercicio 
del derecho social k (k=1,2,…, d), y cero en caso contrario. A partir de estos indi-
cadores se construye la matriz PNxd, que da cuenta de cada uno de los distintos 
indicadores en los que a cada miembro de la población se le considera carente. 
Después, se suman los elementos de cada renglón de la matriz P con el fin de 
obtener el número de indicadores en los que al individuo se le considera carente 
en los derechos sociales; de esa manera, se obtiene un vector columna, cuyas 
entradas reportan el índice de privación social de cada individuo (IP).

Posteriormente, se define un umbral multidimensional, up, el cual permite distin-
guir un número determinado de indicadores asociados a los derechos sociales 
para la población en situación de pobreza multidimensional. Conforme a la defi-
nición de pobreza adoptada, una persona se encuentra en situación de pobreza 
multidimensional cuando no tiene garantizado el ejercicio de al menos uno de 
sus derechos para el desarrollo social constitutivos de la pobreza y sus ingresos 
son insuficientes para adquirir los bienes y servicios que requiere para satisfacer 
sus necesidades. Con base en lo anterior, el umbral multidimensional (up) aso-
ciado a los derechos sociales toma el valor de uno.29

29 Un ejercicio similar se debe aplicar para la identificación de personas en situación de pobreza multidi-
mensional extrema. En este caso, una persona se encuentra en situación de pobreza multidimensional 
extrema cuando no tiene garantizado el ejercicio de al menos tres de los derechos constitutivos para el 
desarrollo social y sus ingresos sean inferiores a la línea de bienestar mínimo. Por tanto, el umbral multi-
dimensional extremo asociado a los derechos sociales toma el valor de tres.
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El siguiente paso consiste en identificar una submatriz (M1) en la matriz P, la 
cual corresponde a la población en situación de pobreza multidimensional.30 Es 
importante puntualizar que, para analizar la medida de intensidad de la pobreza 
multidimensional, se considerará a la población en situación de pobreza multidi-
mensional, sin incorporar el espacio del ingreso.31

Una vez identificada la población en situación de pobreza multidimensional en 
la matriz P, se procede a la agregación de los datos de la población en una me-
dida de intensidad. Para construir esta última, primero es necesario calcular la 
medida de incidencia de la población en situación de pobreza multidimensional 
(H), la cual corresponde a la proporción de la población en situación de pobreza 
multidimensional (q), respecto a la población total (N).

Una vez obtenida la medida de incidencia de pobreza multidimensional (H), a partir 
de la matriz M1, se calcula la proporción de carencias que, en promedio, experi-
mentan las personas en situación de pobreza multidimensional (A), la cual surge 
de dividir el IPi de las personas pobres entre el total de indicadores (d) asociados 
a los derechos sociales (seis en el caso de esta metodología). En seguida, se ob-
tendrá el promedio simple de esta proporción dentro del grupo de la población en 
situación de pobreza multidimensional. Con ello, A toma la siguiente forma
:

A partir de esto, se considera la medida de intensidad de la pobreza multidimen-
sional (IPM), que se obtiene como el producto de la medida de incidencia de la 
pobreza multidimensional (H) y la proporción promedio de carencias sociales de 
la población pobre multidimensional (A). Dado lo anterior, se tiene que:

La medida IPM es tal que si una persona pobre se vuelve carente en una dimen-
sión adicional, el índice A aumenta y, en consecuencia, el producto entre estos 
dos índices también lo hace. 

30 Es decir, en M1 se encuentra la población cuyos ingresos son inferiores a la línea de bienestar y para 
la que IPi≥up. En consecuencia, la población que no está en M1 se agrupa en una submatriz M2, en la 
que se encuentra la población con ingresos inferiores a la línea de bienestar y que IPi<up, o que tiene 
un ingreso superior al de la línea de bienestar y para cual IPi≥up o IPi<up .

31 La misma acotación se aplica a la medida de intensidad de la pobreza multidimensional extrema.
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En el caso de la medida Intensidad de la pobreza multidimensional extrema 
(IPME), ésta se define como el producto de la medida incidencia de la pobreza 
multidimensional extrema (Hq’) y la proporción promedio de carencias sociales 
de la población pobre multidimensional extrema (Aq’). Es decir, esta medida prevé 
los cambios en las condiciones de vida de la población en pobreza multidimen-
sional extrema (q’). Por tanto, IPME toma la siguiente forma:

La medida Intensidad de la pobreza con al menos una carencia se define como 
el producto de la medida de incidencia de la población que tiene al menos una 
carencia social y la proporción promedio de carencias sociales de esa población. 
Por tanto, esta medida considera los cambios en las condiciones de vida de la 
población que reporta al menos una carencia.

Finalmente, vale la pena señalar que cualquiera de las medidas de intensidad pue-
de ser desagregada para distintos subgrupos poblacionales, además de que per-
miten conocer la contribución a la pobreza multidimensional de las distintas caren-
cias que presenta la población. Para mayores detalles, así como una explicación 
de las propiedades que conservan estas medidas, consultar Alkire y Foster (2007).




